Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 14:37). 


Damos comienzo a la sesión del día de hoy de la Comisión Especial con Fines Legislativos 
a partir de los Llamados Papeles de Panamá y Jurisdicciones Similares, para la Prevención del Fraude 
Financiero, la Defraudación y Elusión Fiscal, el Lavado de Activos y la Transparencia Global. ¡Casi 
nada de nombre! 


Es un gusto recibir al economista Mario Bergara, presidente del Banco Central del Uruguay, y 
a las autoridades de la institución que lo acompañan. Esta es la primera sesión en la que recibimos 
invitados y comenzaremos a cumplir con los objetivos para los que fue creada esta comisión, por una 
mayoría pocas veces vista -31 en 31— en el Senado de la República. Pretendemos estudiar un tema 
que trata como lo dijimos en el Senado el día que expusimos para pedir la creación de esta 
comisión—, básicamente, sobre la elusión fiscal, dado que se entendía que los temas de la evasión iban 
por el lado de la Dirección General Impositiva y no era menester el control individual de las personas 
por parte del Parlamento. 


Si bien hace unos días desde la sesión en que se constituyó esta comisión —el pasado 8 de 
junio- y se fijó su régimen de trabajo, consideramos que no ha sido un tiempo perdido porque, en 
realidad, han pasado cosas —el tema quedó más instalado en la prensa que en el Parlamento-— y creo 
que eso fue bueno porque implicó tener referencias sobre temas concretos. 


Por otra parte, queremos reconocer y saludar el coraje que ha tenido el economista Mario 
Bergara al abordar estos temas con mucha amplitud y en profundidad. Me parece que ello ha dado 
lugar a importantes avances para el ejercicio de esta comisión. 


Asimismo, han ocurrido cosas como, por ejemplo, la reafirmación de la idea de crear una 
comisión por parte de países centrales como los de la Unión Europea. Ellos lo han hecho en su 
parlamento y genera derecho positivo; no es un parlamento como los que tenemos por acá. Crearon 
una comisión para investigar los alcances y los problemas que presentan los llamados Papeles de 
Panamá, con una duración de un año y 65 miembros provenientes de toda la Unión Europea. 


A mi modo de ver, es muy trascendente la presencia del Banco Central en el día de hoy. 
Sabemos que el economista Bergara ha traído un PowerPoint. Luego de su presentación vamos a 
solicitarle que responda algunas preguntas en aras de aportar al objetivo de esta comisión, que tiene 
fines legislativos, sobre todo teniendo en cuenta los importantes anuncios que se han hecho por la vía 
periodística. Me refiero a comentarios de prensa especializada en la materia, a temas que 
oportunamente pasarán por el Parlamento. A mi juicio, es muy bueno trabajar con un criterio lo más 
técnico posible en el seno de esta comisión y, por supuesto, en el Senado de la república. 


Dicho esto, agradezco una vez más la presencia del economista Bergara y de sus asesores. 


SEÑOR CAMY.- Quiero disculparme antes de que hagan uso de la palabra nuestros invitados porque 
me ausentaré durante cinco minutos, ya que en el día de hoy coincide extraordinariamente la citación 
de dos comisiones especiales. Debo concurrir a una comisión que sesiona en el ámbito de la Asamblea 
General para que haya número. Sin embargo, se reúne a los efectos de constituirse; por lo tanto, creo 
que en cinco minutos estaré de regreso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien, señor senador. Gracias por comunicámoslo. 


SEÑOR BERGARA.- En primer lugar, es un gusto comparecer ante esta comisión que, como bien 
decía el señor presidente, tiene relevancia no solo por lo que ha pasado y pasa en el Uruguay, sino 
también a nivel internacional. 


En el día de hoy he venido acompañado por la totalidad del directorio del Banco Central: el 
vicepresidente, doctor Jorge Luis Gamarra, y el director, economista Washington Ribeiro. Estamos a la 
espera de que lleguen el superintendente de Servicios Financieros, contador Juan Pedro Cantera, y el 
gerente del área de la Unidad de Información y Análisis Financiero —“UlAF—, contador Néstor López. 


Entendíamos que, justamente, esta es una comisión que tiene características peculiares en 
la medida en que está nutriéndose, acumulando información, perspectivas y opiniones con fines 
legislativos. Por eso nos tomamos el atrevimiento de hacer nuestra comparecencia en base a una 
presentación que procurará ser informativa y los señores senadores lo evaluarán oportunamente. 


Hay un plan que consta de varios puntos, cuya lógica es tratar de insertar lo que emergió a 
nivel mediático como Papeles de Panamá en un proceso que, tanto a nivel global como nacional, 
concebimos como un camino de profundización de la transparencia. Teníamos la intención de 
enmarcar la necesidad de este proceso, en particular en el Uruguay, en el contexto de una definición 
de inserción del país a nivel global y regional. Obviamente, el Uruguay es un país pequeño, 
necesariamente abierto y, por lo tanto, la forma en que se inserta en el mundo es crucial si uno 
considera las necesidades de desarrollo y bienestar de sus habitantes. Naturalmente, sobre la base de 
ser pequeños y estar medio escondidos en una punta del mundo, tenemos la idea de que el mundo 
gira más o menos de la misma manera con o sin el Uruguay dentro. Por lo tanto, es de nuestro interés 
y necesitamos buscar las formas de inserción en el mundo en base a parámetros y criterios que este 
va desarrollando y que obviamente son consistentes con nuestra manera de ver y nuestros valores. 
Necesariamente, el Uruguay tiene que ser conteste a los procesos que se dan a nivel internacional 
para definir sus caminos de inserción. 


Vamos a plantear cuatro aspectos que son caminos o procesos. Quizá el shock de los Papeles 
de Panamá haga pensar que son una fotografía actual de todas las cosas que han trascendido a nivel 
mediático, pero, en realidad, son un enorme cúmulo de información que arrastra cuestiones desde 
mediados de la década de los setenta. Lejos de ser una fotografía, se trata de una acumulación de 
cosas que se han dado en los últimos cuarenta años. Nuestra intención es contribuir a enfatizar que 
todas estas cosas son procesos que en todos estos años han tenido que ver con temas de 
transparencia. 


Vamos a procurar describir lo más escuetamente posible cuatro de estos senderos que son 
dinámicos. El primero de ellos refiere a cómo han evolucionado la prevención del lavado de activos y el 
financiamiento del terrorismo, en el Uruguay y a nivel global. El segundo tiene que ver con el esquema 
regulatorio, especificamente en el sistema financiero. El tercero es lo que concebimos como una senda 
de debilitamiento del secreto bancario. A su vez, el cuarto es lo que se da en llamar la nueva fiscalidad 
internacional, que consiste en el intercambio de toda la información tributaria a nivel global. 


Finalizaremos la presentación tratando de dar una idea de dónde estamos parados y cuáles 
son, en nuestra opinión, las perspectivas de lo que deberíamos avanzar. Seguramente en el corto 
plazo eso será motivo de tratamiento parlamentario, a la luz de lo que ha trascendido sobre la 
conformación de sendos proyectos de ley con estas características. 


En primer lugar, nos gustaría dar la perspectiva de que la demanda por transparencia es algo 
global, pero no surge espontáneamente en función de cuestiones psicológicas o voluntaristas, sino que 
desde nuestro punto de vista tiene bastante que ver con la crisis financiera internacional. 


La crisis financiera que irrumpe en Estados Unidos durante 2007 y 2008, y después, de 
alguna manera, se va a replicando a nivel global en Europa entre los años 2011 y 2012, y en Japón ha 
llevado a que los países desarrollados se vean en la necesidad de volcar enormes sumas de dinero 
para los salvatajes de sus respectivos sistemas financieros, de sus depositantes y de sus inversores. 
Antes que nada, eso confirma que, aunque se trate de un país chico o un país grande, uno poderoso o 
uno débil, ningún Estado o gobierno observa con los ojos abiertos cómo se le desmorona el sistema 
financiero y no hace nada. Esa chance no existe y eso quedó demostrado una vez más en el caso de 
los países más poderosos. 


Como mencioné anteriormente, algunos países desarrollados han reaccionado y han tenido 
que poner sumas muy importantes para salvar los sistemas financieros. 


Por ejemplo, en el terreno de las políticas macroeconómicas, Estados Unidos aplicó políticas 
monetarias extremadamente expansivas, llevando las tasas de interés a cero y haciendo los 
aflojamientos monetarios que tienen como consecuencia que hoy en el mundo circulen 
aproximadamente cuatro veces más dólares de los que circulaban hace diez años. Europa también ha 
llevado las tasas de interés a cero. Las tasas operacionales del banco central europeo son negativas 
en algunos terrenos y uno tiene que pagar por tener la plata allí. Este esquema de aflojamientos 
monetarios hace que, en este caso, el banco central europeo también emita euros contra activos de 
dudosa calidad, como había hecho Estados Unidos en los años anteriores. En el caso de Japón, se 
resolvió duplicar la base monetaria, es decir, la cantidad de yenes emitidos por el banco de ese país. 


Todos sabemos que eso, a nivel macroeconómico, trajo enormes consecuencias en los flujos 
de capitales, en riesgos macroeconómicos para países emergentes, en un debilitamiento muy fuerte — 
valga el oxímoron— de las monedas fuertes y efectos en el terreno de los precios internacionales, de los 
flujos de comercio y de los flujos financieros. 


También hay que considerar el hecho de que cuando uno puede emitir una moneda que es 
de aceptación a nivel global, como el dólar, recoge el señoreaje de todo el mundo, o sea que, de 
alguna manera, parte de la estrategia del financiamiento del déficit generado por el salvataje del 
sistema financiero la pagamos todos porque cuando circulan dólares por el resto del mundo —de hecho, 
más de la mitad de los dólares que emite la Reserva Federal circula fuera de los Estados Unidos— 
significa, repito, que todos estamos pagando un poquito del impuesto inflacionario y del señoreaje del 
dólar para ayudar a pagar ese salvataje. 


Lo que está claro —recuerden que en 2008 y 2009 se manejaba que el déficit fiscal de 
Estados Unidos para el salvataje llevaba el resultado fiscal a un déficit del orden de trece puntos del 
producto— es que es más fácil financiar un déficit de esa magnitud cuando uno puede cobrarle una 
parte al resto del mundo y, a su vez, el resto va a estar a cargo de contribuyentes de países 
desarrollados. 


Ahora bien; también está claro que cuando van a pedir a sus contribuyentes que financien 
esos gastos, se acrecienta la preocupación por el destino de los flujos financieros. Los países 
desarrollados volcaron mucho dinero para el salvataje y se lo van a cobrar a sus contribuyentes con el 
tiempo a través de impuestos. Por lo tanto, ahí hay una necesidad o preocupación adicional por 
prevenir que esos flujos financieros no sean canalizados o utilizados para fines non sanctos. 


Según nuestra perspectiva, de ahí viene el puntapié inicial de la preocupación de los países 
desarrollados por una creciente transparencia en los flujos financieros y en las cuestiones tributarias. 
De alguna manera, a través de la OCDE -—el organismo internacional que nuclea esencialmente a los 
países desarrollados— y del G20, que era algo así como un brazo de países desarrollados y algunos de 
los emergentes más salientes en estos temas, se comienza a coordinar este camino de búsqueda de 
mayor transparencia y de intercambio de la información tributaria, a nivel global. 


Como decíamos antes, Uruguay debe insertarse en el mundo, en primer lugar, precisamente 
en base a su necesidad de estar inserto —hablamos de un país pequeño y necesariamente abierto, en 
el que el bienestar de los uruguayos está condicionado por la efectiva inserción del país en el 
funcionamiento global- y, en segundo término, en base a cuestiones reputacionales e históricas de 
nuestro país. Nos referimos, por ejemplo, a su vocación de cooperación a nivel internacional y a una 
creciente vocación de transparencia. 


Esto ha implicado un aprendizaje y una adecuación en múltiples terrenos: en el normativo y, 
sobre todo, en el conceptual y el filosófico con respecto a qué significa una inserción en base a 
cooperación y transparencia en el mundo global de hoy. Eso ha implicado, a su vez, la necesidad de 
definir responsabilidades y roles, así como de desarrollar diálogos constructivos para consolidar una 
institucionalidad que asegure, justamente, el cumplimiento de estos objetivos. Además, esto tiene que 


ver con procurar —cada vez más la transparencia es calidad en la forma de vida actual- que la imagen 
y la reputación no sean maquillaje, sino que reflejen esencialmente la forma de hacer las cosas. Hay 
que tratar de que se refleje la imagen de lo que somos en realidad. 


En esa perspectiva, uno puede hablar de los Papeles de Panamá y de la utilización de 
sociedades panameñas o de otras jurisdicciones con características de paraísos fiscales. El asunto 
emerge, justamente, a partir de los Papeles de Panamá y, como decía al principio, esta es una cuestión 
que acumula información de cosas que sucedidas en los últimos cuarenta años; se ha dado la 
discusión pública de si estas cuestiones están reñidas o no con la legalidad. 


Obviamente, la conformación de sociedades panameñas no es una cuestión ¡legal per se, 
pero queremos enfatizar que, aun constituidas con fines no reñidos con la legalidad, todavía 
pertenecen al mundo de la opacidad. El hecho de constituir sociedades panameñas con esa 
perspectiva —pueden ser panameñas o estar en las Islas Vírgenes, en las Bahamas, en la Isla de Mann 
o en Delaware-, en la legalidad o en la ilegalidad, muestra que algo había que esconder. Esto choca 
con la perspectiva actual de estar en un sendero que va hacia la transparencia. 


Creemos que los Papeles de Panamá son una buena excusa para poner arriba de la mesa 
estos temas que hacen a la necesidad de definir con claridad el enfoque de la inserción internacional 
del Uruguay. 


El punto inicial fue la aprobación, en setiembre de 1982, en el marco de la dictadura, del 
Decreto-Ley n.* 15322 de intermediación financiera, que era el impulso a un enfoque de inserción que 
solía llamarse «de plaza financiera». Se ponía en el centro del foco la necesidad crucial de desarrollo 
del sistema financiero concebido de manera aislada, a lo cual se supeditaban otras políticas. Esa era 
una visión de la inserción de Uruguay, no en el mundo, sino en la región, ofreciendo un poco de 
opacidad. Aprovechando las debilidades de los países vecinos, se ofrecía un espacio para que 
pudieran «esconder» —entre comillas— algunas cosas. Para nosotros ese es un enfoque radicalmente 
distinto al que debemos tener ahora, ya que todos sabemos que el sistema financiero no se puede 
soslayar porque es parte del aparato circulatorio de una economía. Además, conocemos los costos 
productivos y sociales que tiene una crisis financiera. Por lo tanto, si hay algo que no podemos plantear 
es la falacia de oponer lo productivo a lo financiero, porque cuando cae lo financiero, cae todo, tanto lo 
productivo como lo social. Sí podemos concebir el desarrollo financiero articulado con el 
funcionamiento productivo, del sector real, en función de una estrategia integral de desarrollo en donde 
la inserción externa no solo apunte a la región —que es importante—, sino a todo mundo. Los nuevos 
códigos indican, tanto por vocación nuestra como por las demandas a nivel global, que en lugar de 
sesgarse hacia la opacidad hay que ir en la senda clara de la transparencia. 


La primera senda es la prevención del lavado de activos. Como ustedes saben, la prevención 
y el control del lavado de activos, y el financiamiento del terrorismo —a lo que ahora habría que 
agregarle: contra la proliferación de las armas de destrucción masiva— está liderado a nivel 
internacional por el Grupo de Acción Financiera Internacional —-GAFI-, que hasta el momento tenía 49 
recomendaciones —que eran la vara con la que medían la situación de cada país—, de las cuales 40 
estaban focalizadas en la prevención del lavado de activos y 9, en el combate al financiamiento de 
operaciones terroristas. A su vez, el GAFI tiene ramas regionales que evalúan en cada país el 
cumplimiento efectivo de esas recomendaciones. Hasta hace poco tiempo era el Gafisud —la parte del 
GAFI para Sudamérica—, pero ahora como se han integrado países de América Central y del Caribe es 
el Gafilat, es decir, el ala latinoamericana del GAF!. 


Uruguay fue evaluado en 2002, 2006 y 2009 por parte del Gafisud y hay diferencias 
abismales. Sobre todo la evaluación de 2009 es un avance sustancial con respecto a lo que estas 
recomendaciones implican, que es el marco normativo y su efectiva utilización en cuanto a la 
prevención del lavado y el financiamiento del terrorismo. Esto llegó a tal punto que a fines de 2009 
Uruguay fue retirado de las listas de seguimiento y sospecha de ser paraíso fiscal o algo cercano a 
eso. 


Está claro que en este proceso de evaluaciones, sobre todo entre 2006 y 2009, ha habido 
avances sustanciales en materia de normativa, de consolidación institucional y de resultados en la 


prevención del lavado de dinero, además de la acción propia de la inteligencia financiera que está 
esencialmente instalada en el Banco Central. 


Voy a dar algunos datos que muestran las características de estas evaluaciones. 
Obviamente, esta presentación va a quedar a disposición de los señores senadores, para quienes 
entiendan que es útil. 


Vemos una transparencia en la que se muestran las 40 recomendaciones contra el lavado de 
activos, que tienen que ver con los sistemas jurídicos, con las medidas de prevención, con medidas 
institucionales y con temas de cooperación internacional. En ese caso, el Gafisud evalúa si Uruguay 
cumple las recomendaciones totalmente, parcialmente o no las cumple. Para graficar eso, ponemos de 
color verde lo cumplido, de amarillo lo parcialmente cumplido y de rojo lo no cumplido. La comparación 
de las evaluaciones entre 2006 y 2009 es bastante clara. El cumplimiento total o mayoritario de las 
recomendaciones pasó de 17 a 29 en esos tres años; el cumplimiento parcial, de 8 a 9 y lo no cumplido 
disminuyó de 15 a 2. O sea que se produjo un cambio sustancial en las características de la evaluación 
del Gafisud en esos tres años. Además, no todas las recomendaciones son iguales en cuanto a su 
relevancia. El propio Gafi considera que hay 11 de las 40 recomendaciones que son claves. De ellas, 
Uruguay cumple 9 totalmente y 2 parcialmente. 


Si miran el cuadro en el que se comparan las 40 recomendaciones entre 2006 y 2009, 
pueden apreciar que en la columna de 2006 hay mucho rojo y bastante amarillo, mientras que en la de 
2009 tenemos esencialmente verde. Aquí se muestra lo que acabamos de comentar. 


Para tener una perspectiva de la evaluación de Uruguay en el contexto del Gafisud, debemos 
tener a la vista la comparación con los demás países que lo integran. Como se puede apreciar, 
Uruguay tiene una de las mejores evaluaciones, mientras que varios países de la región tienen 
evaluaciones realmente preocupantes. 


El Uruguay está claramente entre las mejores evaluaciones con respecto a las 40 
recomendaciones del Gafi en lo que respecta al lavado de activos. Uno podría pensar que en la 
comparación latinoamericana no es tan difícil destacarse. A raíz de aquellas declaraciones de Sarkozy 
bastante insultantes para el Uruguay hicimos este mismo ejercicio de comparación con los 19 países 
que integran el G-20. Nuestro país tiene mejor evaluación en la recomendación relativa al lavado de 
activos que 17 de los 19 países del G-20. O sea que tenemos una evaluación razonable, incluso en la 
comparación con los países desarrollados. 


Hacemos esto mismo para las 9 recomendaciones sobre financiamiento del terrorismo. En 
este caso, también la comparación 2006-2009 es realmente significativa. De no cumplir 4 de las 9 
recomendaciones en 2006 pasamos a cumplirlas todas en 2009, 6 de ellas total o mayoritariamente. O 
sea que también el panorama de 2006 a 2009 muestra un avance sustancial. En las columnas 
respectivas de 2006 y 2009 de las 9 recomendaciones vemos que hay mucho rojo y amarillo en la 
primera y mucho verde en la segunda. 


En la comparación con los países del Gafisud, el Uruguay tiene la mejor evaluación junto con 
Panamá respecto a la normativa y la aplicación de estas normas. También es muy buena la evaluación 
comparativa en relación con los 19 países del G-20. 


Podemos ver otra forma de reiterar el mismo concepto. Se observa que nuestro país está muy 
bien posicionado a nivel de los países del Gafisud y de los del G-20 en cuanto al cumplimiento de las 
recomendaciones, sobre todo por el avance desarrollado a partir del año 2006, en que hubo cambios 
normativos sustanciales y cambios de institucionalidad muy importantes. 


Una segunda senda que nos gustaría comentar es la referida al fortalecimiento regulatorio 
del sistema financiero, en lo que el Banco Central tiene mucho que ver porque es parte de su mandato 
legal. Ha habido una creciente constelación de acuerdos de cooperación entre reguladores financieros 
para intercambiar información sobre temas regulatorios; incluso, en temas de delitos y actividades 
sospechosas en algunos mercados. Además, en algunos casos existe la capacidad de intercambiar 


información amparada por el secreto bancario, como surge de los acuerdos multilaterales en el 
mercado de valores. Allí están descriptos los objetivos que, en general, son de cooperación e 
intercambio de información entre supervisores de todos estos acuerdos, donde se toman como 
referencia los organismos globales que emiten recomendaciones, como ser el comité de Basilea para 
bancos, la lAIS para los mercados de seguros y la losco para los mercados de valores. Se dan 
distintas características para el intercambio de información, como ser la posibilidad de tener 
inspecciones conjuntas, la preservación de la confidencialidad en la información —a veces, se puede 
intercambiar información amparada en el secreto bancario—, así como las actividades de coordinación y 
de prevención de delitos y actividades sospechosas. Ha habido un avance en la constelación de 
acuerdos de cooperación internacional en la materia. Hay un listado sobre los acuerdos que ya han 
sido firmados, sobre los que están en trámite y sobre los que no se hicieron. 


Es importante destacar que la descripción país a país o bloque de países, sobre todo, tiene 
que ver con el tema bancario, pero a nivel de mercado de valores y de seguros hay convenios o 
acuerdos multilaterales y Uruguay se ha anexado, asumiendo las obligaciones y derechos asociados a 
un enfoque global multilateral. 


Ha habido un claro fortalecimiento de la inteligencia financiera. La conformación de la Unidad 
de Información y Análisis Financiero del Banco Central se fue desarrollando con el tiempo y en 2010 
pasamos a integrar algo así como el grupo internacional de los que bien se comportan en la materia, 
que es el grupo Egmont, integrado por 120 jurisdicciones de inteligencia financiera y tiene que ver con 
el intercambio de información y formación en la materia. Además, la UIAF es un brazo asesor 
fundamental para todos los procesos, tanto de las autoridades en lo relativo a lavado de activo que 
tenemos en el país a nivel de la Secretaría Antilavado, como del accionar judicial, y es un auxiliar 
indispensable en buena parte de los casos en que la Justicia interviene. 


SEÑOR AMORÍN.- Las 120 jurisdicciones, ¿equivalen a 120 países? 
SEÑOR LÓPEZ.- No necesariamente, hay asociaciones y grupos regionales también. 


SEÑOR BERGARA.- Como decía, desde que la UIAF se fue fortaleciendo pasó a ser un auxiliar 
sustancial de la Justicia en todos los procesos de investigación en temas de lavado de activos, 
etcétera. Para poner un ejemplo, desde 2012 la UIAF integra los grupos de trabajo multidisciplinario de 
apoyo técnico a los juzgados penales y solo en 2015 se integraron 19 grupos en diferentes 
investigaciones, donde la UIAF se encarga de llevar adelante la inteligencia financiera del proceso. 
Obviamente, uno no puede detectar estos procesos de lavado de activos sin tener capacidades 
profundas como para identificar transacciones, movimientos, etcétera. Por lo tanto, en el terreno 
financiero el rol de la UIAF es muy importante para ese proceso. También se han firmado acuerdos de 
intercambio y cooperación de información en materia de inteligencia financiera, además de la 
integración al grupo Egmont, con el Gafilat, con Ecuador y Guatemala, con las distintas organizaciones 
reguladoras en Estados Unidos, en la oficina del controlador, que es un poco el supervisor bancario 
legal, el supervisor de Nueva York y el asegurador de depósitos que también es supervisor con 
respecto a los temas de seguros de depósitos en Estados Unidos, y también con España, con la 
Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones Privados. Hay una creciente cooperación en el 
terreno internacional con respecto al intercambio de información para la inteligencia financiera, que son 
insumos fundamentales para la investigación de procesos de lavado. 


Este cuadro muestra un poco de información sobre cómo ha evolucionado la actividad de la 
UIAF, que debemos reconocer que hasta el momento ha sido esencialmente de carácter reactivo, es 
decir que opera principalmente a partir de los reportes de actividades sospechosas. Para ponerlo en 
números, diremos que desde 2001 a la fecha ha habido casi 2300 reportes de operaciones 
sospechosas, porque han ido multiplicándose a lo largo del tiempo. En 2007 hubo más reportes que 
en todo el quinquenio anterior. Hay algunos números sobre cuántos reportes efectivos la UIAF terminó 
pasando a la Justicia: son 140 dentro de los 2.288. Vemos cuántos fueron respuestas a pedido de 
información judicial, cuántos intercambios con otras unidades de inteligencia financiera y ahí se 
agregan otros factores como las declaraciones de frontera, etcétera. 


SEÑOR CAMY. ¿De qué año es la ley que da el puntapié al avance de este proceso en Uruguay? 


SEÑOR BERGARA.- La UIAF se creó en 2001 y a partir de ahí empieza la información de los reportes. 


A título informativo vale señalar que de esos 2.288 operaciones reportadas como 
sospechosas de 2001 a 2015, la inmensa mayoría la realizaron las entidades financieras, bancos, 
casas de cambio, empresas de servicios financieros, intermediarios de valores y bastante menos otros 
agentes que, de manera creciente, deberán tener un rol en los procesos de reporte de operaciones 
sospechosas, como vamos a ver más adelante. 


A su vez, en el contexto del endurecimiento regulatorio, sobre todo a partir de la crisis 
bancaria en Uruguay y de esta nueva visión con respecto al funcionamiento del sistema financiero y 
cómo atacar la cuestión del riesgo del lavado de activos, cabe señalar que hasta 2009 el riesgo de 
lavado en las operaciones bancarias no se consideraba de manera específica, era parte integrante de 
una visión más global de los riesgos que se evaluaban en las entidades financieras, principalmente los 
bancos pero, a partir de allí, se le pone un foco especial al riesgo de lavados de activos a evaluar de 
manera separada, lo cual implica la existencia de más capacidades. Básicamente, a partir de la 
reformulación metodológica en 2013 se evalúa cuál es el riesgo inherente de lavado, es decir, cuán 
expuestos están los bancos, las entidades financieras a procesos de lavado, cuál es su calidad de 
administración en el sentido de qué capacidades tienen para mitigar ese riesgo y cuánto es 
efectivamente lo que queda como riesgo residual. Eso es lo que comienza de manera crecientemente 
rigurosa a evaluarse desde la regulación financiera, desde la superintendencia de servicios financieros, 
hacia las entidades financieras, con respecto a este riesgo específico, con criterios cada vez más 
exigentes, sobre todo a partir del año 2012. Además, la evolución de la evaluación parece bastante 
clara porque una vez que uno puso más foco, rigurosidad y exigencia en el tema, los resultados 
comienzan a aparecer. Varios bancos fueron fruto de recomendaciones, observaciones y sanciones 
específicas sobre los temas de su capacidad de mitigar el riesgo de lavado de activos. La evolución 
con respecto a la mejora de la organización de cada institución para afrontar el tema, así como de la 
exposición a este riesgo ha sido notoria a partir de ese momento. En paralelo, también todo el sistema 
bancario —en este caso incluido el Banco Central- se ha puesto a tiro para cumplir con 
recomendaciones o exigencias unilaterales de los Estados Unidos, que se expresaron en lo que se 
llama la Ley Fatca. En la actualidad, todo el sistema bancario uruguayo puede cumplir con esta ley y 
ese es un sello importante, sobre todo para las transacciones a nivel internacional. 


Un tercer bloque que queremos comentar es el referido al debilitamiento sistemático del 
secreto bancario, algo que otrora era un tótem difícil de tocar porque estaba en el centro de la 
estrategia del Uruguay como plaza financiera. Bueno, hoy obviamente estamos en otro mundo y, 
además, vamos en un proceso de creciente debilitamiento en la materia. Como decía hoy, si uno pone 
el puntapié inicial en el decreto ley de intermediación financiera de 1982, el secreto bancario era un 
ingrediente básico y central de ese enfoque del Uruguay plaza financiera; era una ventaja comparativa 
sobre todo para ofrecer a los vecinos. Había un énfasis en el derecho a la privacidad, con un sesgo a la 
opacidad por lo que, básicamente, el secreto bancario era un instrumento para esconder, con un 
esquema rígido que prácticamente no admitía excepciones y, además, se asociaba a otras estructuras 
jurídicas como el secreto profesional y el Código Penal, que lo hacían más potente. 


Es importante recordar que empezó a hacerse oponible a la DGI con la ley de intermediación 
financiera. Quizás uno puede tener la ilusión de que toda la vida la información bancaria estuvo 
amparada por el secreto bancario, en oposición a la DGI pero eso no era así. El Código Tributario 
admitía que la DGI accediera a esa información y recién en la ley de 1982, el secreto bancario se hace 
explícitamente oponible a la entidad fiscalizadora de los tributos en el país. Además, no alcanzaba con 
proteger la identificación de los depósitos porque por una interpretación bastante arbitraria o 
caricaturezca, también se extendía a los activos. En consecuencia, de hecho, operaba algo así como 
un secreto bancario no solo sobre los depósitos sino también sobre los créditos. 


En la siguiente diapositiva hay un cuadro en el que se puede ver que en los distintos años y 
por leyes diferentes se van procesando mecanismos de flexibilización del secreto bancario. Como 
decíamos al principio, en el año 1982 solamente se levantaba el secreto bancario de forma muy 
restringida cuando el propio interesado lo solicitaba, cosa que está bien como opción pero no tiene 
mucho sentido. También se levantaba en el caso de que se necesitara información para determinar 
pensiones alimenticias o temas de justicia penal, con los fundamentos correspondientes. Obviamente, 
no se podía oponer a los efectos de la fiscalización del regulador financiero que era el Banco Central. 


Luego, distintas leyes han ido flexibilizando o generando nuevas causales por las cuales, con 
la intervención judicial, se permitía el levantamiento del secreto bancario. Esto llega hasta la reforma 
tributaria de 2006, la ley de mercado de valores de 2009, las rendiciones de cuentas de varios años, la 
ley de antilavado de activos, la ley de acceso a la información pública y el Código General del Proceso. 
Todas estas leyes han ido incorporando causales que implican una flexibilización del secreto bancario, 
con las garantías propias que da la intervención judicial. 


Evidentemente, el secreto bancario, visto desde la lógica de la inserción externa, se ve 
completamente diferente en el enfoque del Uruguay como plaza financiera con respecto al enfoque 
integral de desarrollo que tenemos hoy. El secreto bancario estaba al servicio de una inserción regional 
que procuraba aprovechar debilidades de los países vecinos. Como decíamos recién, era un enfoque 
rígido, con un claro sesgo a la opacidad y que, además, por interpretación no solo se extendía a los 
depósitos sino también a los créditos. Hoy por hoy, el secreto bancario y el combate al lavado de 
activos tienen que estar al servicio de una inserción global, de acuerdo con las reglas actuales, con una 
lógica de transparencia, credibilidad, reputación y vocación de cooperación internacional. Lo cierto es 
que hoy el secreto bancario se ha flexibilizado muchísimo pero, además, vaticinamos que va a seguir 
haciéndolo hasta llegar rápidamente a su expresión mínima. Está claro que a partir de una ley del año 
2006 de información pública, solo rige hacia los depósitos y en ningún caso con respecto a los créditos, 
en este contexto de impulso a la transparencia. El mundo cambió con respecto al secreto bancario, 
tanto en el terreno conceptual, el rol que tiene, y, por lo tanto, su implicancia en el terreno normativo, 
cultural y procedimental. El aspecto cultural es muy importante en la incorporación de este tema. Por 
tanto, la necesaria adecuación en todas estas dimensiones es fundamental para definir la inserción en 
la realidad actual. Y esto tiene que estar internalizado —creo que se está haciendo de manera 
creciente— por parte de todos los agentes relevantes en los procesos que definen, participan o afectan 
los procesos financieros, tanto las instituciones financieras, como las autoridades, gobiernos, bancos 
centrales, reguladores financieros y sistemas judiciales que, en última instancia, son los que actúan en 
los casos de irregularidades, pero también el sistema político, los medios de comunicación, los 
inversores y los depositantes. O sea, todos los agentes están internalizando de manera creciente que 
el mundo ha cambiado con respecto al secreto bancario y que la adecuación a la nueva realidad es 
esencialmente inevitable. 


El cuarto sendero que nos gustaría comentar es el que está dado en llamar la nueva 
fiscalidad internacional, lo cual está muy vinculado a lo que decíamos hoy de la necesidad de los 
países desarrollados de generar más transparencia y combatir más el lavado de activos una vez que 
tuvieron que poner enormes sumas de dinero para el salvataje de sus sistemas financieros. 


Los primeros pasos en cuanto a esta nueva fiscalidad ya se pueden ver en la reforma 
tributaria de 2006 con la creación del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas y, sobre todo, con el 
impuesto a la renta de los no residentes, como también por la derogación del régimen especial de 
tributación de las sociedades anónimas financieras de inversión, las SAFI. En su momento se prohibió 
la constitución de nuevas SAFI y se dio un plazo relativamente corto para la adecuación de las 
preexistentes al régimen general de sociedades, a punto tal que en el año 2011 estas desaparecieron. 
Y, a su vez, se acentuó el proceso de flexibilización del secreto bancario y del acceso a la información 
en poder del sistema bancario. Desde la reforma tributaria se empiezan a ver nuevas causales, sobre 
todo para la Dirección General Impositiva, con respecto a causales para acceder a la información del 
sistema bancario, en general, reitero, con intervención judicial. 


A nivel del mundo hay nuevas exigencias que van, justamente, en el sentido de la 
transparencia. La OCDE pasó a ser el eje coordinador de estas exigencias internacionales. Se ha 
transformado un poco como aquel que evalúa y juzga cómo los países se van adecuando a esta 
realidad de transparencia tributaria. Se generó un ámbito en la OCDE, justamente, que es el foro global 
sobre transparencia e intercambio de información con fines fiscales —otro nombre bien largo, se ve que 
en esta materia hay que poner nombres largos a las cosas—, que tiene 121 jurisdicciones y, 
básicamente, ha definido criterios para evaluar en dos fases a los distintos países en esta materia. La 
primera de ellas es de carácter normativo. O sea, la fase uno evalúa el marco legal y regulatorio acerca 
de los temas de la información tributaria y la fase dos evalúa la implementación de esos estándares. 
Uruguay en el origen de este asunto estuvo muy entreveradito en cuanto a que un día estuvo en una 
lista negra —durante 24 horas fue un paraíso—, pero en realidad la rápida reacción puso un poco en 
orden esa percepción, quedando de todas maneras en una lista gris. Es decir, en 2009 Uruguay es 


incluido en una lista gris como plaza financiera de significación, o sea, un país donde había que poner 
un ojo particular para evaluar estos temas, que sin llegar a ser estrictamente un paraíso fiscal, de todas 
maneras generaba sospechas. Quizás, el último resabio de lo que podía plantearse como paraíso 
fiscal, si es que alguna vez nuestro país lo fue definitivamente, eran las SAFI, pero en la reforma 
tributaria, al eliminarlas, en lo que era el debate más técnico si se quiere, quedaba claro que Uruguay 
no era un paraíso fiscal. De todas maneras, nuestro país fue incluido como una plaza financiera de 
significación, en una lista gris. Por lo tanto, en esa vocación de inserción de la que hablamos al 
principio, Uruguay asumió compromisos de adaptación al nuevo esquema general de intercambio de 
información tributaria. Se trató de recomendaciones que con el tiempo fueron elevando 
sistemáticamente las exigencias; cada vez, la vara estaba más alta con respecto a lo que debían hacer 
los distintos países para cumplir con los estándares de transparencia tributaria. Primero se pidió que, 
en determinado tiempo, los países tuvieran doce tratados de intercambio de información tributaria o 
para evitar la doble tributación. En su momento Uruguay lo hizo, pero estaba claro que tanto nuestro 
país como otros tenían algunos acuerdos con países importantes y otros no tanto; el tema se basaba 
simplemente en el número de tratados, que eran doce. Ahí también se genera una reacción legal 
acorde con esta exigencia, que es la Ley n.* 18718, de 2010, que habilita justamente el levantamiento 
del secreto bancario cuando existen solicitudes de información en el marco de estos convenios. O sea 
que fue otro mecanismo de flexibilización del secreto bancario. 


A diciembre de 2011 Uruguay ya tenía 18 convenios y había pasado a una especie de lista 
blanca, es decir que había salido de la lista gris. En la pantalla vemos el detalle de los 18 países con 
los cuales teníamos convenios y, como verán, hay países importantes, pero quizá no estaban los 
llamados relevantes. Esa es una vara que se vuelve a elevar y se exige no solo cierto número de 
convenios, sino también que haya acuerdos con países relevantes. En el caso de Uruguay, obviamente 
esos países eran Argentina y Brasil. 


En 2012 nuestro país suscribe los respectivos convenios tanto con Argentina como con 
Brasil, luego de toda la discusión pública del caso. O sea que esa vara se levantó, pero Uruguay 
también se adaptó en la materia. 


En el año 2012, el Foro Global sobre Transparencia e Intercambio de Información Tributaria 
aprueba la Fase | de Uruguay —recuerden que esta era la evaluación del marco legal y regulatorio del 
marco normativo— de manera satisfactoria, justamente porque había cumplido con los compromisos de 
adecuación a los estándares del foro. Se inicia, entonces, el trabajo para la revisión de la Fase ll, que 
ya no es el marco normativo sino su implementación. 


En paralelo al tema de la información tributaria y de la cuestión del secreto bancario hay otro 
bloque de temas que en la jerga se llama la innominatividad de las acciones, es decir, el hecho de 
tener acciones al portador. El proceso arranca a mitad del año 2012, con la Ley n.* 18930, donde se 
avanza hacia el combate a esa innominatividad, se genera un registro de titulares de participaciones 
patrimoniales al portador en el Banco Central y también un procedimiento expeditivo —un fast track— 
para que todas aquellas sociedades con acciones al portador puedan pasar rápidamente a ser 
sociedades con acciones nominativas. Ahora vamos a ver los resultados de todo esto. 


Asimismo, se generó por esa ley la obligatoriedad de comunicar a la DGI las enajenaciones y 
cesiones de participaciones sociales. Obviamente, ese registro también implica que las sociedades 
están obligadas a reportar los cambios en su paquete accionario. 


En julio de 2014, en paralelo, la OCDE aprueba un modelo que es diferente al de los 
convenios bilaterales de intercambio de información tributaria y genera un marco de intercambio 
automático de información tributaria multilateral. O sea que ahora es un marco multilateral al cual los 
países deben adherir, que implica exigencias muchísimo más fuertes en cuanto al compromiso de 
intercambio de información tributaria. Ya no se trata necesariamente de que uno pida información a otro 
país en el marco de un convenio bilateral y lo hace porque está investigando cierto proceso de fraude o 
de lavado; ahora el intercambio de información es automático. Aun cuando no existan procedimientos 
de investigación, las jurisdicciones tienen derecho a obtener la información, por ejemplo, de los 
depositantes de sus respectivos países como un marco multilateral. Es decir que las jurisdicciones 
adhieren a este modelo; no es necesario tener acuerdos de carácter bilateral. Uruguay decide 


adherir, comprometerse a cumplir este marco multilateral a partir del año 2018. En términos gruesos, 
de casi 100 jurisdicciones, 93 o 95 decidieron la adhesión. Las pocas jurisdicciones que quedaban 
afuera en su momento fueron: Panamá, Bahamas, islas Vírgenes, isla de Man, islas de Seychelles; o 
sea, casi todas ellas, notorios paraísos fiscales. Creo que estaba bastante claro a cuál de los dos 
«clubes» debía integrarse Uruguay. Cabe decir que el sello reputacional de eso ha sido bastante fuerte 
porque hace aproximadamente un mes o algo más, Panamá, que en su momento no se había 
comprometido a adherir al marco, sí lo ha hecho. 


No estaba muy clara la magnitud de cuántas sociedades anónimas con acciones al portador, 
de hecho, estaban habilitadas en el país. Cuando comienza el registro, empieza a desnudarse un poco 
la situación —ahora vamos a ver los números—, pero de acuerdo con la idea que, tanto desde los 
organismos de fiscalización como de los registros había del número de sociedades, las registradas o 
que pasaron a ser con acciones nominativas serán un número mucho menor. Por lo tanto, en setiembre 
de 2014 se avanza con un marco legal en el que se genera la liquidación de pleno derecho de todas 
aquellas sociedades con acciones al portador que no se hubieran registrado, que era un poco el cierre 
de ese proceso. 


A efectos de que vean algunos números en términos gruesos, en la transparencia aparece lo 
de fines de 2015. Básicamente, registramos la existencia, antes de la ley, de cerca de 140.000 
sociedades, de las cuales, disueltas de pleno derecho o liquidadas de alguna otra manera, hay 
prácticamente 100.000. O sea, que el nuevo universo de sociedades con acciones al portador quedó 
reducido al orden de 26.000 sociedades. Uno debería decir que a la fecha hay aproximadamente 
27.000, y que 14.000, que antes tenían acciones al portador, usaron ese mecanismo expeditivo, ese 
fast track, y pasaron a acciones nominativas. 


También uno tiene que decir que, en el marco de todo este proceso, se puede empezar a 
evaluar —es algo a lo que voy a ir al final de la presentación— cuál es el valor, hoy por hoy, de mantener 
un régimen que incluya la innominatividad de las acciones, o sea, si realmente tiene sentido o no 
mantener un régimen con acciones al portador. 


Uruguay, en ese cumplimiento de las crecientes exigencias a nivel internacional coordinadas 
por la OCDE, hoy ya tiene más de treinta acuerdos de intercambio de información tributaria suscritos. 
Todos ellos, obviamente, pasaron por el Parlamento. Como sello de credibilidad, ingresó en calidad de 
participante en el Comité de Asuntos Fiscales de la OCDE y culminó la revisión de la fase ll, es decir, la 
de implementación, por parte del Foro Global sobre Transparencia e Intercambio de Información 
Tributaria, de la situación de Uruguay, que aprobó esa evaluación con una calificación de «cumplido 
mayormente». O sea, es un buen sello de evaluación. 


Me gusta hacer la analogía de que esto es como el investment grade, en el sentido de que 
uno necesita un sello dado por organismos internacionales o por calificadoras, que es un poco como 
uno se muestra también en el exterior. Estas cosas son importantes para las entidades financieras que 
hacen transacciones a nivel internacional. Uruguay, justamente, es un importante exportador de esos 
servicios, tanto desde el sistema financiero no franco como desde zonas francas. El sello del 
investment grade, el sello de ser regulados por un regulador riguroso y el sello de que los procesos del 
secreto bancario y de intercambio de información tributaria sean razonables, es parte de lo que se 
vende al exterior. El sello del investment grade para las transacciones financieras es importante, a 
efectos de acceder a los mercados financieros, al financiamiento, a buenas condiciones, con buenas 
tasas, etcétera. Bueno, este es otro sello también del grado de madurez que hace a cómo el Uruguay 
implementó un marco normativo que apunta a la transparencia. 


¿Dónde estamos parados? ¿Cómo continúa este sendero, este camino? Esto suscita 
algunas reflexiones sobre los temas de la prevención del lavado y la fiscalidad internacional y, de 
alguna manera, nos lleva a plantearnos si ya no estamos maduros para terminar de liquidar la lógica de 
opacidad, para darle el réquiem. Como decíamos hoy, con más razón debe haber consistencia del 
enfoque de inserción externa basado en transparencia y cooperación. 


A veces me gusta hacer la salvedad de que no podemos utilizar la hipocresía de los países 
desarrollados que, en algunos casos, reclaman transparencia y tienen, a su vez, islitas de paraísos 


fiscales como la isla de Man, las Seychelles o el Estado de Delaware; es como si nosotros 
implementáramos todo esto a favor de la transparencia, pero mantuviéramos un paraíso fiscal en la isla 
de Flores. Obviamente, esta es una cuestión hipócrita, pero creemos que esa hipocresía no debe ser 
excusa para que no hagamos lo que debemos hacer porque, además, Estados Unidos y el Reino 
Unido tienen más capacidad de inserción en el mundo que Uruguay. 


Tenemos, básicamente, hitos en el futuro cercano a los cuales tenemos que estar viendo 
como desafíos. Uno de ellos es lo que mencioné hoy acerca del compromiso que Uruguay asumió de 
adherirse al modelo de intercambio automático multilateral de información tributaria de la OCDE, que 
va a ser para el período 2017-2018. Esto, obviamente, implica reevaluar la situación en la materia y ver 
qué cambios normativos e institucionales son imprescindibles, porque detrás de las normas tienen que 
estar las organizaciones que garanticen su cumplimiento y eso, en general, también requiere recursos 
en un proceso claramente de mayor erosión al régimen de secreto bancario. Creo que vamos camino a 
la minimización, por no decir casi una virtual eliminación, del secreto bancario. 


Ese es un hito; me refiero a la adhesión al mecanismo multilateral automático de información. 


Ahora bien, el segundo hito será un año después, en 2019, cuando el Gafilat va a volver a 
hacernos una evaluación de las recomendaciones del GAFI en materia de prevención de lavado de 
activos y financiamiento del terrorismo. Ya no son 49 recomendaciones, son menos: 40, pero más 
exigentes. Quiere decir que también en esta materia se ha elevado la vara y con lo que hicimos 
comienza a ser insuficiente como para salvar con mejor nota la nueva evaluación. 


Por lo tanto, lo que está planteado —y que creo que justamente es de relevancia para los fines 
legislativos— es la necesidad de seguir adecuando los estándares de Uruguay en materia normativa y 
organizacional para satisfacer estas recomendaciones y volver a obtener estos dos sellos de calidad. 
Así como tenemos que mantener, imprescindiblemente, el investment grade en el terreno financiero, 
hay que mantener también una buena evaluación en materia de transparencia tributaria y de 
prevención del lavado. Son tres sellos de reputación y credibilidad que es vital que Uruguay mantenga 
para su inserción en el mundo. 


Voy a mencionar algunos de los aspectos en los que ya se está trabajando, según entiendo, 
en la órbita del Poder Ejecutivo y que creo que en breve van a estar también siendo tratados en el 
ámbito legislativo. Ellos tienen que ver, en primer lugar, por ejemplo, con el tratamiento del delito fiscal 
como precedente de lavado. Hoy eso no ocurre e, indudablemente, el mecanismo de intercambio de 
información automático requiere también de las nuevas recomendaciones del GAFI. Ya no es aceptable 
que al intercambio de información se oponga el hecho de que el delito fiscal —la evasión fiscal- no es 
precedente de lavado para no trasmitir información tributaria o vinculada al proceso de lavado. 


Esa es una cuestión que hay que diseñar con delicadeza, por supuesto, pero es ineludible 
avanzar rápidamente en incorporar ya el delito fiscal como precedente de lavado de activos. 


Por otra parte, en el registro de sociedades anónimas con acciones al portador —son cerca de 
27.000- hay muchos accionistas que son, a su vez, sociedades. Una primera aproximación al tema 
indica que de las 27.000 sociedades registradas en el Banco Central, alrededor de 5.600 tienen 
sociedades que son accionistas. En realidad, lo que nos interesa no es saber qué sociedad es 
accionista de otra sociedad, sino correr todos los velos societarios y llegar a lo que en la jerga se llama 
«el beneficiario final», o sea, desnudar la ingeniería societaria hasta llegar al verdadero dueño atrás de 
todo. Es claro que este trabajo tiene que continuar porque una de las exigencias actuales en materia 
de lavado de activo e información tributaria es descorrer los velos societarios y llegar al beneficiario 
final. 


SEÑOR AMORÍN.- ¿Hay muchas extranjeras? 


SEÑOR BERGARA.- Sí, hay muchas extranjeras. De las 5.600 sociedades que son accionistas, hay 
2.300 que son panameñas. Una vez que Panamá se adhiera al modelo de intercambio automático de 
información y avance en el cumplimiento de las recomendaciones del GAFI, eventualmente habría que 


estar llegando a tener esos datos. Evidentemente, esta es la teoría; después los procesos toman su 
tiempo y tienen sus mecanismos. 


Es claro que hay que avanzar al registro, ya no de accionistas, sino de beneficiarios finales. A 
nivel del Poder Ejecutivo ya se está trabajando en este proceso, pero como todo lo que suena a 
financiero y requiera capacidades y credibilidad termina en el Banco Central, seguramente el registro 
de beneficiarios finales también va a terminar ahí; obviamente, a veces se tiene la ilusión de que se 
pueden agregar funciones a un organismo sin incrementar los recursos. Entonces, si bien estamos 
preocupados, sabemos las responsabilidades que vamos a tener que cumplir, para lo cual trataremos 
de lograr la adecuación en recursos y capacidades en la materia. 


Si hacemos la pequeña historia de cómo se han ido acumulando funciones en el Banco 
Central podrán ver que todo tiene la misma lógica. En el origen estuvieron la política monetaria y la 
regulación bancaria. Después, con la ley de desmonopolización de seguros, la regulación de seguros 
fue para el Banco Central; la ley de valores de 1996 y la regulación del mercado de valores también 
fue para el Banco Central; el régimen mixto de la seguridad social y la regulación de las AFAP fue para 
el Banco Central. Una vez que vinieron los temas de lavado de dinero, la inteligencia financiera fue 
para el Banco Central; la ley del sistema de pagos y la inclusión financiera, y la vigilancia y los 
mecanismos del sistema de pagos fueron al Banco Central. O sea, se produjo una acumulación de 
funciones. Lo mismo ocurrió con el Registro de Sociedades Anónimas que, a priori, podía estar en 
Banco Central como en otro lado. 


Nosotros creemos que por un lado es un reconocimiento a las capacidades y credibilidad en 
cuanto a la reserva de la información, etcétera, y, por otro, una exigencia en materia de recursos, lo 
que nos hace prever con cierta nitidez y candidez que el registro eventual de beneficiarios finales se 
instalará en el Banco Central. 


También a nivel de la inteligencia financiera hay desafíos mayores. La UIAF ha operado 
hasta el momento esencialmente de manera reactiva a partir del reporte de operaciones sospechosas. 
También las exigencias del GAFI implican que haya una estrategia proactiva en la materia, por lo que 
hemos realizado algunas adecuaciones organizacionales en la UIAF para generar un área de análisis 
estratégico que apunte a definir líneas de acción sin necesidad de esperar que vengan a reportar 
operaciones sospechosas. Esto implica un creciente universo de agentes que van a tener la obligación 
de reportar operaciones sospechosas. Hoy por hoy muchos agentes están obligados; algunos cumplen 
más, otros cumplen menos. En esto hay que incorporar una mayor educación, formación, exigencia y 
vigilancia en la materia. Este proceso de ir al beneficiario final e incorporar al delito fiscal como 
precedente de lavado implica que más profesionales —contadores, abogados, escribanos—, e incluso 
inmobiliarias, van a tener cada vez más la responsabilidad de ser vigilantes, de sospechar; en otras 
palabras, van a tener la función de sospechar un poco más de lo que han sospechado hasta ahora y 
reportar con más énfasis las operaciones sospechosas. Esperemos que algunas señales en materia 
sancionatoria sean aleccionadoras. Ya hubo un proceso de sanción a una inmobiliaria y a una 
escribanía involucradas en una transacción notoriamente sospechosa. Si bien en el terreno del lavado 
de activos el proceso está en la Justicia, en lo que fue el no cumplimiento, la no observancia de la 
debida diligencia en reportar la operación, el Ministerio de Economía y Finanzas multó en el año 2014 
con montos significativos al escribano y al agente inmobiliario que participaron en la transacción. 


Sabemos que esto no es solo un tema de exigencia y palos, sino que también tiene implícito 
un asunto de formación, porque se trata de un proceso. Está claro que en el horizonte, con el delito 
fiscal como precedente, con la necesidad de llegar al beneficiario final y de tener los reportes de 
operaciones sospechosas, más y más agentes van a estar obligados y comprometidos a reportar este 
tipo de operaciones. 


También hay que considerar que en los requisitos del GAFI hasta ahora se puso más énfasis 
en la normativa y en la fortaleza institucional. Ahora hay nuevos criterios de eficiencia que van a poner 
más énfasis en los resultados. Por lo tanto, también en ese terreno habrá un desafío mayor. 


El último punto tiene que ver con atar lo del registro de sociedades al valor cada vez menos 
relevante de las sociedades con acciones al portador. Cuando cambiaron el enfoque de inserción y los 


parámetros en el mundo, cuando hay que combatir más que promover la opacidad, con ese paso 
adicional que implica que ahora ya no nos va a alcanzar con saber qué sociedades son accionistas de 
otras sociedades sino que vamos a tener que llegar al beneficiario final, pensamos que las acciones al 
portador van a parecer esencialmente perimidas. Nos preguntamos si esta no es una buena 
oportunidad para eliminar la innominatividad de las acciones, o sea, de poner punto final a la existencia 
de acciones al portador. Obviamente, como se hizo en su momento, podrá haber un régimen de fast 
track para el pasaje de acciones a nominativas. No es la razón de fondo —que es conceptual- pero 
incluso en el terreno operacional, el hecho de que el Banco Central tenga un registro de accionistas al 
portador y un registro de beneficiarios finales es incrementar trabajo sin sentido. Como dije antes, lo 
que nos interesa en el fondo es el beneficiario final. 


Obviamente, entiendo que este sea un punto de discusión en el terreno conceptual. Creo que 
hay fundamentos suficientes como para plantear la erradicación de las acciones al portador como tema 
de oportunidad. Es una evaluación de índole política dentro de esta inserción externa. Si de acuerdo al 
convenio multilateral de intercambio de información vamos camino a un acceso amplio de los 
organismos fiscalizadores a los datos de los depósitos y de los activos que tienen los no residentes y 
los residentes en el sistema bancario, creemos que con más razón el paquete se completa —en un 
nuevo posicionamiento que lleva virtualmente el secreto bancario a su minimización— con la eliminación 
de la innominatividad de las acciones. 


Dejamos esto como un punto de reflexión. Si lo planteamos aquí es porque entendemos que 
puede ser una buena oportunidad para hacerlo, pero queda en la órbita de la discusión política. 


Agradezco la atención que prestaron a la extensa presentación y quedamos a las órdenes 
para responder preguntas o escuchar las opiniones o sugerencias que deseen realizar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La exposición del economista Bergara y la presentación en PowerPoint nos 
introducen en el escenario histórico, sujeto de esta comisión. Al igual que el economista opinamos que 
se han producido avances muy importantes en el camino de la transparencia, como lo dice el título del 
PowerPoint, en beneficio del país. 


Desde la presidencia quisiera proponer una metodología, en virtud de que esta es una 
comisión con fines legislativos. Me incomoda que haya preguntas al kilo y respuestas también al kilo. 


SEÑOR DE LEÓN.- En primer lugar, quisiera agradecer la presencia de esta delegación y la 
presentación realizada por el presidente del Banco Central del Uruguay, que fue muy ilustrativa. En ella 
se mostró la evolución que hemos tenido en estos años. Muchos de los temas que tenía para preguntar 
ya han sido contestados a través de la presentación. De todos modos, me gustaría realizar algunos 
comentarios y plantear algunas preguntas. 


Desde un comienzo nos interesó mucho esta primera presencia en esta comisión. 
Obviamente, todo esto surge por el escándalo mundial de los Papeles de Panamá y el objetivo es 
avanzar en esta comisión para ahondar en el tema de la transparencia. Como decía el presidente de la 
comisión, también se trata de analizar las posibles vulnerabilidades que siguen existiendo, algunas de 
las cuales ya fueron mencionadas. 


Vamos a referimos al planteo que hizo el economista Bergara en cuanto a que esto 
pertenece al mundo de la opacidad. Eso lo compartimos totalmente. Entiendo que este fue, por lo 
menos, el puntapié inicial para comenzar a hablar de estos temas. 


Ya fue planteada la necesidad de eliminar el tema de las acciones al portador, pasándolas a 
acciones nominativas. Vemos que hay un avance y creemos que se debería continuar en esa línea. 


Otro tema que nos preocupa es el que tiene que ver con el secreto bancario. Tengo 
entendido que esta semana se entregó en el Consejo de Ministros un proyecto que tiende a conseguir 
avances con respecto al tema del secreto bancario y de los saldos a fin de año con relación a los no 


residentes y los residentes. Creo que ese es un gran avance, aunque a nosotros nos gustaría que el 
avance fuera mayor con relación al secreto bancario. 


En cuanto al registro en el Banco Central de los estudios que trabajan en la constitución de 
las empresas offshore, quisiera saber si existe dicho registro y qué opinión tienen sobre la necesidad 
de que exista un registro de los servicios jurídicos de esas empresas que constituyen las offshore. 


En resumen, la primera pregunta refiere a la posibilidad de que haya un registro en el Banco 
Central del Uruguay de estos estudios y la otra apunta a conocer su opinión sobre la experiencia que 
realizó Argentina con relación al blanqueo. Me parece interesante conocer la opinión del presidente del 
Banco Central del Uruguay. 


SEÑOR BERGARA.- En realidad, el Banco Central del Uruguay no tiene un foco en su mandato que 
se relacione con la vigilancia en la conformación de sociedades; hay otros organismos en el Estado 
que eventualmente lo tienen. Debe quedar claro que, para tener un esquema de vigilancia con respecto 
a lo que se hace dentro del marco legal, hay que verificar quiénes actúan en la conformación de las 
sociedades. En principio, creo que el Banco Central del Uruguay no es el ámbito adecuado para 
pensar en esa posibilidad. 


Con respecto a los temas de blanqueo, hay dos perspectivas. Una de ellas es el eventual 
impacto sobre Uruguay de ese proceso de blanqueo. Creemos que en el contexto de lo que está 
sucediendo hoy en Argentina, parece ser una medida razonable que no tiene mayores impactos 
operacionales o, por lo menos, no los hemos percibido porque, justamente, el blanqueo ante las 
autoridades correspondientes no implica la renacionalización o relocalización de los activos en 
Argentina. Los argentinos pueden mantener sus activos en donde los tienen hoy. Obviamente, por 
definición, es imposible que muevan los activos inmobiliarios o los financieros. Pensamos que es más 
un problema informacional de registro que ayudará a las autoridades argentinas a vigilar, sobre todo en 
lo que tiene que ver con el tema tributario. En ese sentido, ha sido positivo y no hay impactos 
sustanciales previsibles, por ejemplo, en lo relativo a las inversiones argentinas en Uruguay, tanto en el 
sector real inmobiliario como en el financiero. 


Una segunda perspectiva sería la posibilidad de pensar algún proceso análogo en Uruguay. 
Creemos que no dañaría, pero los resultados previsibles serían mucho más modestos porque la 
situación de partida de Uruguay y Argentina es muy distinta. No dañaría, pero tampoco tendría la 
esperanza de que de allí surgieran procesos muy significativos porque Uruguay es mucho más 
ordenado en ese terreno. Hay mucha más información e, incluso, buena parte de los datos de activos 
uruguayos en el exterior que a veces se manejan son bastante difíciles de medir. En gran parte son 
sociedades constituidas en Uruguay que tienen activos financieros sobre todo en el exterior y, por la 
historia que acabamos de hacer, no sería de extrañar que buena parte de esas sociedades no 
pertenezca a uruguayos, sino a argentinos. Creo que se podría plantear un proceso análogo en el caso 
uruguayo, que no dañaría pero no deberíamos tener grandes expectativas de que de esos procesos 
surjan resultados significativos. 


Si el señor presidente lo permite, quisiera que hiciera uso de la palabra el director del Banco 
Central del Uruguay, economista Washington Ribeiro. 


SEÑOR RIBEIRO.- Complementando lo que señalaba el presidente Bergara, creo que los motivos que 
pueden haber inducido a los argentinos a retirar sus activos hacia el exterior, en la historia de su país, 
son muy distintos a los que pueden haber llevado a los uruguayos a efectuar esos retiros. 


Evidentemente, la confianza de los uruguayos hacia el sistema financiero de su país es mucho 
más alta que la que ha habido históricamente en otros países de la región en sus propios sistemas 
financieros y lo digo con mucho respeto. Complementando y adhiriendo a lo que señaló el economista 
Bergara, no creo que el hecho de repatriarlos por un sistema similar al de Argentina genere 
demasiadas expectativas positivas. En contraste, yendo al cometido de esta reunión, creo que si el 
país generara mecanismos de inversión rentables y seductores para aquellos uruguayos o sociedades 
uruguayas con dinero en el exterior, paulatinamente irían trayendo su dinero de vuelta al país. 


Gracias. 


SEÑOR LÓPEZ.- Me interesa comentar que en la propuesta que se está analizando a nivel del Poder 
Ejecutivo, en relación con los proveedores de servicios societarios, se maneja la posibilidad de 
agregarlos a la lista de sujetos obligados a reportar operaciones sospechosas y que, de alguna 
manera, se integran al sistema de prevención de lavado. Allí estarían los proveedores del servicio 
societario que actúan, entre otras cosas, como agentes de creación de personas jurídicas. Esa es una 
de las propuestas que se están manejando. Les recuerdo que el cumplimiento de la ley para estos 
sujetos obligados que corresponden al sector no financiero está radicado en la secretaría antilavado, a 
partir de la Ley n.* 19355. 


SEÑOR LORIER.- Aprovecho para saludar la presencia de la delegación y agradecer la muy ilustrativa 
presentación que han hecho. 


Quisiera plantear algo que se relaciona con lo que preguntaba hace un momento el señor 
senador de León. El Banco Internacional de Pagos ha revelado que en el exterior hay depósitos de 
residentes uruguayos por varios miles de millones de dólares. Me gustaría saber el grado de opacidad 
o de transparencia que puede tener este tema y hasta qué punto podemos saber quiénes son esos 
depositantes y conocer otros elementos que tengan que ver con posibles elusiones de leyes. 


Por otro lado, hay un universo de bienes inmuebles y de otro tipo que no aparece en la 
información del Banco Internacional de Pagos porque, obviamente, no tiene por qué aparecer. Por 
ejemplo, sabemos que en Paraguay hay casi dos millones de hectáreas que son propiedad de 
uruguayos. A este respecto, me gustaría saber cuál es el grado de opacidad o de transparencia de la 
información. 


Por otra parte, me interesa saber si estas sociedades offshore que se han descubierto 
pueden estar vinculadas a los dos temas a que hicimos referencia anteriormente. 


En síntesis, quisiera conocer la visión de la delegación con respecto a estos tres universos, 
sin perjuicio de que podría haber otros vinculados al tema. 


SEÑOR BERGARA.- Según la información del Banco de Pagos Internacionales, habría alrededor de 
USD 8.000:000.000 pertenecientes a residentes uruguayos. Sin embargo, como decíamos hace un 
rato, los residentes pueden ser personas físicas y sociedades. Por lo tanto, es bastante difícil 
discriminar cuánto de eso, sobre todo a nivel de sociedades, pertenece efectivamente a personas 
físicas uruguayas. Como decíamos, la historia que relatamos tiene implícito el hecho de que Uruguay 
era un puente de salida de dinero de los argentinos a través de la conformación de sociedades offshore 
y probablemente buena parte de esos USD 8.000:000.000 sea dinero de argentinos que lo sacan por 
medio de las sociedades constituidas en nuestro país. Creo que sería bueno tomar de la pregunta el 
siguiente aspecto. A veces uno pone énfasis en el compromiso que se asume de transmitir información 
de los depósitos de residentes de otros países en el Uruguay como que uno entrega información, pero 
este es un proceso multilateral y, por lo tanto, nuestro país también se va a hacer de la información que 
otros sistemas bancarios tengan con respecto a depósitos de uruguayos. O sea, el mecanismo que 
vamos a tener en cuanto a que automáticamente hay que estar transmitiendo la información de los 
depósitos de no residentes a los respectivos países, también lo vamos a recibir. Además, como esto 
está atado al tema del beneficiario final, ahí sí se va a poder discriminar o transparentar cuánto 
efectivamente es de uruguayos y cuánto no, detrás de la ingeniería societaria. Es decir que vamos 
camino a tener información en esa materia que como bien decía el senador Lorier, va a ser útil para 
garantizar o fiscalizar, por ejemplo, el cumplimiento de las obligaciones de índole tributaria. 


Con respecto a inmuebles o inversiones productivas que puedan tener los uruguayos en el 
exterior, la situación es un poco diferente en la medida que se supone que las actividades productivas 
en el exterior pagan los impuestos correspondientes a los países en los que están radicadas. No 
conozco procesos —por el momento-— que impliquen la posibilidad de tener intercambio de información 
en materia de propiedad de inmuebles y demás entre países. Pero, en todo caso, en cuanto a las 
actividades productivas, el hecho que si en Paraguay, por ejemplo, hay uruguayos que tienen una 


importante magnitud de tierras y, obviamente, las están haciendo producir, la cuestión tributaria 
relevante para ellos es el cumplimiento de los tributos allí. Es cierto que uno puede tener regímenes de 
renta internacional y, en todo caso, perseguir en el buen sentido, en la jerga tributaria, parte del tributo 
a la renta empresarial a la inversión, pero ese no es el esquema con el que estamos trabajando. 


SEÑOR LORIER.- Más que nada me refería a los mecanismos de salida. O sea, no a la imposición, 
sino a que ha habido mecanismos de salida que pueden estar en depósitos o en activos de otra 
naturaleza. 


SEÑOR BERGARA.- Obviamente, en cuanto a las fuentes que financian esa adquisición de activos en 
el exterior, el primer foco está en la jurisdicción que los reciben. O sea, pongámoslo al revés. Si vienen 
no residentes a invertir en el país en tierras, la transacción tiene dos niveles. Uno de ellos es a nivel 
físico y, el otro, en el terreno financiero. En este último, justamente, habrá agentes —que hagan ese 
proceso- que estarán obligados a reportar cuando sospechen de las operaciones, nítidamente cuando 
provengan de recursos que no estén formalizados o integrados al sistema bancario o no tengan una 
debida justificación de origen. O sea que en ese sentido, mirado ahora al revés, las jurisdicciones que 
hacen cumplir las normas antilavado en la materia deberían detectar si la operación de un uruguayo en 
el exterior es sospechosa o no de lavado y que dé una debida justificación del origen de los fondos. Sí 
vamos camino a eso en la medida que las distintas jurisdicciones cumplan con sus normativas 
referidas al lavado de activos y, obviamente, se profundice o consolide esta lógica de intercambio de 
información. 


El tercer aspecto, el relativo a las offshore, me parece que está incluido en el primero. En 
realidad, cuando se manejan a nivel financiero los depósitos que tienen las sociedades en el exterior, o 
sea que son extrafronterizas, incluyen sociedades de todo tipo, incluidas las offshore. Entiendo que 
estos ocho mil y pico de millones de dólares que personas o sociedades uruguayas tienen fuera del 
país incluyen también las sociedades conformadas por las offshore. 


SEÑOR RIBEIRO.- Si el señor senador Lorier me permite, voy a formularle una pregunta para terminar 
de entender la suya. Tal vez se refería a si había alguna estadística a nivel de la Dirección Nacional de 
Aduanas sobre la salida de capitales del Uruguay. Me pareció que la pregunta apuntaba a eso. 


SEÑOR LORIER.- Lo primordial era la aclaración conceptual, que ya fue hecha, pero también 
queríamos tener más conocimiento sobre el tema para ver de qué forma aquellos canales vacíos por 
donde puede estar fluyendo desde el Uruguay recursos hacia el exterior no cumpliendo con la norma, 
pueden ser acotados mediante la legislación, que es la finalidad que persigue la comisión. 


SEÑOR BERGARA.- Quería hacer mención a un tema más —si me equivoco, que mis compañeros de 
delegación me corrijan— que se relaciona con lo que aquí se dijo de considerar al delito fiscal como 
precedente de lavado de dinero. Avanzar en ese terreno haría que ya no se separaran el mundo del 
fraude y la evasión tributaria del del proceso de lavado, sino que confluyeran. Estoy imaginando 
posibles casos en base a la pregunta que hizo el señor senador; ante la sospecha de un proceso de 
lavado de dinero vinculado con la evasión tributaria, este nuevo marco multilateral, en el que 
necesariamente el delito fiscal es precedente de lavado, implica también más herramientas de 
intercambio de información. 


Los procesos no son perfectos pero creemos que todos van en la dirección de una mayor 
transparencia para, justamente, atacar esos puntos. 


SEÑOR CAMY.- Quiero saludar la presencia del Directorio del Banco Central del Uruguay y de los 
gerentes que lo acompañan. Creo que su visita constituye un insumo muy importante para que la 
comisión comience a trabajar. Me gustaría formular una pregunta concreta. El presidente Bergara habló 
de una visión integral con respecto a la inserción internacional —lo mencionó en dos o tres 
oportunidades—; quería preguntar si el incumplimiento de todo lo que se relató en la ponencia puede 
implicar sanciones para Uruguay que lleguen a afectar el comercio exterior del país, lo que 
seguramente pueda suceder. En ese caso, ¿cree que es conveniente atar a estos avances que se han 
logrado, y que se pretende continuar logrando —según lo que se habló—, otros acuerdos de carácter 


comercial, fundamentalmente mirando aquellos países o regiones del mundo con los cuales nos puede 
resultar conveniente esa relación comercial? Lo planteo porque, con mucha franqueza, me genera una 
suerte de contradicción que el Gobierno haya acordado aceptar conjuntamente —lo vemos con buenos 
ojos y así lo expresamos-— y avanzar en las exigencias que los países desarrollados y Estados Unidos 
nos plantean y, sin embargo, no podemos lograr asociarnos comercialmente con estos mismos países. 
¿Cuál es la opinión al respecto? 


SEÑOR BERGARA.- En principio, debo señalar que no cumplir con estos compromisos implica que 
uno no tiene los sellos de credibilidad y reputación que necesita para insertarse en el mundo. A este 
respecto puede haber impactos más o menos directos acerca de la percepción que se tiene sobre 
Uruguay en cuanto a los elementos de los flujos financieros. En el mundo de hoy ser considerado un 
país de plaza financiera o un paraíso fiscal tiene, realmente, consecuencias cada vez más importantes. 
Para eso la credibilidad es sustancial, sobre todo en el caso de países pequeños. Hoy se tienen en 
cuenta los flujos financieros, los flujos de inversión, qué calidad de inversiones son las que llegan, qué 
transacciones pueden o no canalizarse en los mercados internacionales y en los bancos 
internacionales. Hay países que, por ejemplo, tienen distintos embargos por diversas razones donde se 
hace muy difícil, incluso, tener transacciones comerciales porque es sumamente dificultoso hacer la 
cancelación financiera de las transacciones comerciales. O sea que este mundo está cada vez más 
globalizado, es más pequeño y es más transparente en ese sentido y, por lo tanto, no debería estar en 
el menú la posibilidad de no cumplir con estos compromisos en materia de prevención de lavado y del 
acuerdo multilateral de intercambio de información tributaria. Obviamente, los procesos financieros y 
comerciales están atados al igual que los procesos políticos y comerciales. No está en la órbita del 
Banco Central del Uruguay desarrollar la estrategia en materia de inserción comercial, pero lo que 
puedo decir —inclusive en referencia con lo que uno ve en los medios de comunicación o en las 
distintas presentaciones de las autoridades— es que desde el Ministerio de Relaciones Exteriores, que 
por su especialidad es el ámbito que lidera este proceso, junto con el Ministerio de Economía y 
Finanzas, se han dado señales en esa dirección. Me refiero a la necesidad de consolidar mecanismos 
de acuerdo que faciliten y promuevan las transacciones comerciales de Uruguay con el resto del 
mundo. Obviamente, como sucede en estos casos, para bailar se necesitan dos y hay áreas que 
pueden estar más proclives para avanzar en este tipo de acuerdos y otras no. Uno tampoco puede 
comprar la idea de que acá los tercos somos nosotros, que no nos asociamos, y todos los demás 
tienen el mundo abierto para que entremos. En general, eso no es así, ya sea con países desarrollados 
ni con países de la región; todos los procesos de negociación son complejos. Por ejemplo, sabemos 
que en el pasado reciente hubo intentos de negociación y de profundización en los temas comerciales 
con los países del Pacífico de América Latina y los diálogos no fueron nada sencillos, lineales ni 
evidentes; todo el mundo tiene sus cuitas en este tipo de procesos. En todo caso, creo que la 
orientación dada por el Gobierno es, justamente, la de procurar una inserción externa más amplia y 
profunda, porque todos tenemos claro que Uruguay va a crecer, desarrollarse e incrementar el 
bienestar de los uruguayos sobre la base de esa inserción externa. En realidad, los procesos, los 
mecanismos y las estrategias están más en la órbita del Gobierno, así que es muy poca la intervención 
que el Banco Central del Uruguay puede tener. 


SEÑOR SARAVIA.- Intentaré ser breve y formular preguntas concretas. 


Ante todo quiero agradecer la presencia de los directores de las distintas unidades y debo 
decir que nos volvemos a encontrar en este trabajo después de diez años. Recuerdo haber trabajado, 
por ejemplo, con el economista Bergara y con el señor Barrán, a raíz de una observación que se hizo a 
Uruguay por parte del GAFI y las 40 recomendaciones que existían. Así surgió la Ley n.” 17835 —en 
épocas del doctor Batlle- que se aprobó en el año 2004 y fue reglamentada en 2005. Es decir que 
desde 2006 hasta ahora han transcurrido diez años y, por lo que he visto en la presentación, puedo 
afirmar que hemos avanzado muchísimo. Además, quisiera felicitar a los visitantes por el trabajo 
realizado en este tiempo. 


Ahora el detonante lo han configurado los llamados papeles de Panamá, pero la comisión ya 
ha empezado a trabajar en estos temas. Realmente, no se trata de una comisión de investigación sino 
que se ha formado para trabajar en esta materia, como se hizo en los años 2005 a 2010 en todo lo que 
tenía que ver con el lavado de activos, el financiamiento del terrorismo, el crimen organizado y la 
corrupción en los Estados. En aquel momento se creó la comisión de lavado de activos y se modificó la 
ley. 


Recuerdo que uno de los elementos que nos preocupaba en aquel momento tenía que ver 
con los delitos precedentes del lavado de activos y con la lista que se había confeccionado. Uno de los 
planteos que se nos hizo en la comisión —me parece que fue Barrán quien lo señaló- se refería a 
ampliar la lista de quien tenía obligación de dar reportes sospechosos. Se agregaban a la lista oficiales 
de cumplimiento que, si no recuerdo mal, eran los bancos y quizás los cambios; me parece que se 
incluyeron las zonas francas, los escribanos y no sé si alguien más. Inclusive, creo que se planteó la 
modificación de la carta orgánica del Banco Central del Uruguay. 


Justamente, hacia ahí va un par de preguntas. 


En primer lugar, ya hay anuncios de modificar o de agregar el delito de evasión, de 
defraudación fiscal como delito precedente de lavado de activos. Es un elemento que hoy están 
exigiendo esta cooperación internacional y los acuerdos internacionales. La pregunta va a si en 
realidad la preocupación de aquel momento —que era el lavado de activos en las cuentas corrientes de 
los casinos y el control de los cultos—, se mantiene hoy como un elemento fundamental, porque ahí hay 
un gris que no veo que haya corregido ningún país. La verdad es que Uruguay ha tenido avances y, a 
partir del 2007, empezó a calificar mejor, después de que se agregaron las 49 prerrogativas. Entonces, 
la pregunta es si para la Unidad de Información y Análisis Financiero del Banco Central del Uruguay y 
para su directorio hay hoy algún actor para agregar a esa lista de obligados a hacer el reporte y si hay 
preocupación en esa línea. 


Mantengo la preocupación de lo que existe a nivel global, sobre todo por el financiamiento del 
terrorismo y del crimen organizado con el tema de los cultos. Quizás en Uruguay, como los casinos son 
oficiales y sus cuentas corrientes están muy controladas, no sea un elemento importante, pero la 
globalización trae muchas cosas y en la región se funciona de otra manera. Esa es una pregunta para 
la Unidad de Información y Análisis Financiero. 


La otra pregunta es la siguiente. En los delitos precedentes de lavado de activos ya se 
mencionó uno por parte del presidente del banco, pero quisiera saber si se pensó en algún otro delito 
en esta materia. Lo digo porque la comisión va a tener que trabajar para legislar, como ya lo hicimos en 
la modificación de la Carta Orgánica del Banco Central del Uruguay. 


Una pregunta adicional es si en estos años de trabajo los resultandos han sido positivos con 
el control de la citada unidad en materia de lo que fue agregar las zonas francas en los reportes de 
actividades sospechosas —ya mencionaron lo de los escribanos— y algunos otros elementos que se 
incluyeron en aquella lista. 


Gracias por la presencia y por la información muy importante que nos traen. 


SEÑOR BERGARA.- En primer lugar, el señor senador Saravia mencionaba el caso de que algunos 
agentes particulares o especiales —es el caso de los casinos— no parecen ser un foco de preocupación 
mayor. La inmensa mayoría de los casinos son públicos o mixtos, con lo cual el control del lado 
financiero es casi total, y son muy pocos los esencialmente privados, pero también tienen muchísima 
transparencia porque el hecho de tener que pagar canon con respecto a sus ingresos los obliga a 
reportar información, están controlados por la Auditoría Interna de la Nación, etcétera. O sea que ese 
no es un rubro de principal preocupación. 


A partir de lo que uno ha recibido y escuchado con respecto, por ejemplo, al tema de los 
cultos, en realidad cada vez están teniendo más dificultad para poder tener cuentas en el sistema 
bancario. Justamente, tanto por las exigencias regulatorias en materia de lavado como por las de las 
propias casas matrices —que no quieren líos en ningún lado— de los bancos instalados acá, hay 
algunos agentes —los llamados cultos son uno de ellos— a los que se les está dificultando de manera 
sustancial la posibilidad de abrir, de tener o de mantener cuentas en el sistema bancario. O sea, por la 
vía de los hechos, ahí hay un impacto. 


Con respecto al diseño -uno no es experto en la materia; esto está principalmente en la 
órbita del Poder Ejecutivo— de cómo va a ser la relación del delito fiscal como precedente de lavado, el 


diablo está en los detalles, por lo que ese diseño va a tener que ser muy delicado. También hay que ver 
cómo eso impacta en otros tipos de diseño legal con respecto a si habrá o no otros delitos de 
precedente de lavado y demás. En principio, eso no está en la órbita del Banco Central del Uruguay. 
Se está trabajando a nivel del Poder Ejecutivo y, si bien el banco opera como asesor parcial en el tema, 
eso está, sobre todo en el diseño, en el Poder Ejecutivo, el Ministerio de Economía y Finanzas y la 
llamada Secretaría Nacional Antilavado, contándose con el asesoramiento de las autoridades 
tributarias. 


Obviamente, este cambio normativo que se está planteando va a implicar una ampliación de 
los agentes que van a estar obligados a reportar operaciones sospechosas, sobre todo en el terreno 
profesional. Esto también hay que diseñarlo con delicadeza porque sabemos que existen algunas 
profesiones que implican ámbitos de cierta confidencialidad entre el profesional y su cliente, pero me 
parece que, igualmente, eso no puede ser excusa para que cuando las cosas rompen los ojos no haya 
que reportarlas. 


Con respecto al tema de agentes que ya están siendo obligados a reportar, como es el caso 
de las zonas francas u otros, quiero decir que los datos muestran que, en realidad, el reporte de 
operaciones sospechosas de agentes de fuera del sistema financiero ha sido esencialmente escaso y 
creo que, desde el punto de vista de la formación, vamos a estar trabajando para que esos agentes 
tengan más claridad sobre cuál es su responsabilidad, así como para la vigilancia de que se reporten. 
Hace un rato pusimos el caso de la sanción a algunos agentes en una notoria operación sospechosa 
de lavado. 


Hay que trabajar en la formación y en la vigilancia. Va a haber más agentes obligados a 
reportar y esperamos, en el futuro, tener mejores resultados en cuanto a que agentes de fuera del 
sistema financiero operen también como vigilantes para reportar operaciones sospechosas. 


SEÑOR LÓPEZ.- Si se me permite, quiero complementar lo expuesto. 


Con relación a los sujetos obligados, en realidad lo que tenemos todavía es alguna brecha 
con respecto a las recomendaciones que plantean, particularmente en el caso de las organizaciones 
sin fines de lucro, que tienen que incorporarse como sujetos obligados. 


Entonces, de alguna manera hay que ir definiendo el alcance, es decir, hasta dónde se 
consideran obligados en este sentido a los sujetos. 


En relación a los delitos precedentes, de la misma forma quiero decir que el tema del delito 
fiscal es una observación que tenemos y que, de alguna manera, hay que levantar. Esto se estaría 
incorporando en la propuesta junto a otros posibles delitos precedentes vinculados a defraudación 
tributaria, abigeato y algunos otros por los que, de alguna manera, nos han observado en el sentido de 
que debían estar dentro de la lista. 


En el caso de las zonas francas pasa lo mismo. No hemos tenido una respuesta en términos 
de cantidad importante de reportes y, entonces, también se estaría agregando algún sujeto obligado 
vinculado a los usuarios indirectos de zonas francas. 


En cualquier caso, creo que la comisión ya convocó a la Secretaría Nacional Para la Lucha 
Contra el Lavado de Activos y el Financiamiento del Terrorismo —la Senaclaft-, porque ellos son los 
que, al día de hoy, tienen la responsabilidad de la supervisión de estos sujetos obligados del sector no 
financiero por lo cual seguramente tengan también una visión más clara y puedan informar sobre las 
características que se están formulando en el proyecto de ley. 


Muchas gracias. 


SEÑOR LORIER.- Mi pregunta tiene que ver con que aquí se está mencionando un conjunto de 
controles. Concretamente, quiero saber si el Banco Central del Uruguay tiene un equipo de inspectores 


O algo por el estilo, así como también los recursos con los que cuenta para afrontar esta tarea. A su 
vez, vuelvo inevitablemente a todo lo que se mencionó antes respecto al cúmulo de tareas que se van 
juntando, porque la eficacia vinculada a cada función en particular se relaciona, también, con los 
recursos. 


SEÑOR BERGARA.- Evidentemente, la acumulación de funciones trae aparejada una exigencia en 
materia de recursos. La vigilancia en el terreno del lavado se encuentra en la órbita de la 
Superintendencia de Servicios Financieros, que no solamente se hace desde las áreas inspectivas de 
la UIAF, sino desde el conjunto de la supervisión bancaria por lo que decíamos hoy. Cuando se evalúan 
los bancos de acuerdo a los distintos parámetros en el terreno financiero del gobierno corporativo, 
etcétera, se evalúa un riesgo de lavado de activos que se hace a partir de los grupos inspectivos de la 
supervisión bancaria o de otros agentes. 


Creo que lo que no puede perderse de vista es que la nueva Carta Orgánica del Banco 
Central del Uruguay incrementó de manera sustancial el perímetro de lo que el Banco Central del 
Uruguay debe regular. Si lo midiéramos según el número de agentes, hay un crecimiento que está en 
el orden de cientos de agentes nuevos que antes el Banco Central del Uruguay no debía regular ni 
supervisar, pero ahora sí. Podemos decir que el número de bancos es relativamente pequeño. 
Obviamente, hay que ser muy intrusivo y profundo en la evaluación y supervisión bancaria, pero hay un 
cúmulo de agentes financieros donde no importa la cuestión de la supervisión o la regulación en el 
terreno financiero, pero sí en el terreno del lavado de activos. Ahí es donde se multiplicaron los agentes 
que el Banco Central del Uruguay tiene que controlar tanto en materia de administradoras, casas de 
cambio y otros agentes vinculados al mercado de valores, como corredores, asesores de inversión, 
etcétera. O sea, estamos hablando de cientos. 


Por lo tanto, la exigencia de capacidades y de recursos en la materia es creciente. Así como 
ocurre con la regulación, en los recursos siempre corremos de atrás. Es decir: primero se producen las 
innovaciones financieras y la regulación viene atrás; en este caso, tenemos la exigencia de supervisión 
de todo este cúmulo de agentes, y los recursos también vienen detrás. Más allá de dejar claro que 
siempre es necesario adecuar las capacidades y los recursos para una tarea tan relevante, ello no 
quiere decir que no estemos en condiciones de hacer una tarea digna en la materia, aunque sería 
mucho más eficiente y sólida esta perspectiva si se contara con más recursos. Obviamente, se 
requieren recursos calificados y sofisticación en la medida en que estas cosas no se ven de manera 
lineal y tan transparente a priori, por lo que la calificación y la necesidad de profesionales sofisticados 
en la materia siempre es una demanda clara. 


En síntesis, si bien creemos que hacemos una tarea digna, también consideramos que nos 
falta, sobre todo por la disponibilidad de recursos, estar satisfechos con lo que pensamos es una 
estructura objetivo en esta materia. 


SEÑOR CANTERA.- Soy el superintendente de Servicios Financieros. 


La Unidad de Información y Análisis Financiero opera en el Banco Central del Uruguay dentro 
de la superintendencia. Ante la pregunta del señor senador Saravia, el interés de mi intervención está 
en enfatizar que, desde el punto de vista de las entidades y personas sujetas a la regulación y 
supervisión del Banco Central del Uruguay, todas están obligadas a reportar operaciones sospechosas, 
y así está comprendido en la legislación vigente. Todas las incorporaciones planteadas son de agentes 
del sector no financiero que notoriamente quedan comprendidos, en materia de supervisión, en la 
nueva unidad creada en el ámbito de la Secretaría Nacional Antilavado de Activos. 


La supervisión de la Superintendencia en materia de prevención de lavado de activos, tal 
como lo reflejó el presidente, se compone de una visión integral en cuanto a cuáles son los ámbitos de 
gestión que se dan en las empresas financieras que están sujetas y cómo contemplan el riesgo de 
lavado de activos y el cumplimiento con el sistema de prevención del lavado de activos que tiene que 
darse. Por eso tenemos equipos especializados en lo que hace a supervisión de lavado de activos y 
del sistema de prevención de lavado de activos. Como eso nunca es suficiente, contamos con medios 
alternativos dentro de las unidades de supervisión que no son especializadas, que suplen esa función. 
Por ejemplo, en la supervisión del mercado de valores donde tenemos 100 intermediarios, el grupo 


reducido de expertos en prevención no puede ir a todas las entidades. Por lo tanto, quien tiene que 
supervisar a los intermediarios del mercado de valores debe tener una visión también de cómo las 
entidades gestionan ese riesgo. 


Lo que claramente va a implicar mayores recursos para el Banco Central del Uruguay en el 
tema de la supervisión del lavado de activos es el hecho de la incorporación de nuevos sujetos 
obligados y, por lo tanto, la mayor acción de supervisión de la unidad que va a estar operando dentro 
de la Secretaría Nacional Antilavado de Activos. Ello implicará recibir más reportes de acciones 
sospechosas y, en consecuencia, habrá una mayor demanda de análisis de esos reportes, lo que 
notoriamente requiere más recursos. Por su parte, el delito fiscal como delito precedente va a significar 
un impacto muy importante de reportes de quienes hoy ya son grandes reportantes, como las 
entidades financieras. 


En este tema hay dos tipos de recursos: los recursos humanos, con el grado de 
especialización que se requiere, y la inversión en tecnología. La tecnología es la única manera de 
avanzar de manera eficiente y enlazar bases de datos que nos permitan capturar información desde 
distintos sectores, a fin de hacer un análisis de inteligencia financiera, de calidad y oportuno. La 
oportunidad con la que se hacen los análisis también es un tema relevante. 


Lo que quiero enfatizar es que, desde el punto de vista de los sujetos obligados del sector 
financiero, están todos comprendidos y no tenemos necesidad de incorporar nuevos en la ley. Los 
nuevos van a ser, básicamente, del sector no financiero. Lo que sí vamos a tener es una mayor 
demanda de trabajo por los nuevos delitos que se incorporan y por los nuevos sujetos obligados a 
reportar. 


SEÑOR AMORÍN.- Damos la bienvenida a la delegación del Banco Central del Uruguay, que nos 
ilustró sobre lo que ha ocurrido en esta materia en los últimos quince años, gran parte de lo cual, desde 
mi punto de vista, es compartible. 


Deseo hacer algunos comentarios. ¿Qué va a hacer esta comisión? Para nosotros es muy 
importante conocer estos temas —ustedes son los especialistas en el asunto—- porque el Senado nos 
cometió legislar en esta materia. Es obvio que los elementos para hacerlo los tienen mucho más 
ustedes que nosotros. Es más; hoy mismo nos han informado que parte de la legislación sobre la que 
tenemos que trabajar está pronta para tratarse en el Poder Ejecutivo. Creo que eso es lo más sensato. 
En realidad, esta comisión terminó siendo esto, aunque empezó siendo otra cosa. Esta comisión surgió 
después de otra comisión investigadora que fue bastante publicitada. Pocos días después apareció en 
los diarios un listado de personas que tenían alguna vinculación con los Papeles de Panamá, algunas 
de las cuales estaban vinculadas directa o indirectamente con los partidos políticos y ahí surgió la idea 
de atacar la corrupción ahí, lo que me parece bien. Si hay corrupción, hay que atacarla. Luego se 
analizó más el tema y se vio que debíamos formar una comisión con fines legislativos y en eso 
estamos. 


Es evidente que el mundo ha cambiado muchísimo. Estoy en el Senado desde hace seis 
años y estaba cuando se hablaba de la OCDE y había algún senador que no tenía la menor idea de lo 
que era porque se trata de algo relativamente novedoso. Esta policía tributaria mundial, creada a partir 
de los hechos de 2008, es nueva y nos exige cada vez más. El presidente del Banco Central del 
Uruguay decía que nos iban elevando la vara o corriendo el arco porque primero eran seis, después 
doce y luego se hablaba de países relevantes. Ahora viene un tema complejo y es esta especie de 
tratado de adhesión multilateral a lo que ha redactado la OCDE. 


Creo que todos los tratados son complicados —el mano a mano, las discusiones son 
complicadas y hay que trabajar mucho en ello-; lo son los tratados de información tributaria, los 
tratados para evitar la doble tributación y los tratados comerciales. Lo que hay que tener es ganas de 
llevarlos adelante porque, de lo contrario, se vuelve mucho más complicado. 


Me interesaría saber si este tratado de adhesión redactado por la OCDE tiene normas para 
evitar la doble tributación porque me parece importante ese balance. En realidad, seguramente los 


países centrales —para llamarlos de alguna manera- tienen mucho más interés —no de lo que pase en 
Uruguay- sobre lo que ocurre en otros lugares del mundo, que lo que tiene nuestro país con relación a 
lo que pasa con nuestros compatriotas en el exterior. Eso es obvio. Sin embargo, pienso que el tratado 
para evitar la doble tributación puede ser necesario para Uruguay, para que los inversores extranjeros 
tengan alguna salvaguarda y algún interés. Me parece que es un tema importante y quisiera saber si 
está previsto en este tratado de adhesión. En principio es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR BERGARA.- El foco del acuerdo multilateral, esencialmente, es el intercambio de información 
que les sirve a las jurisdicciones extranjeras y al Uruguay para tener la información suficiente y saber 
cómo actuar en el terreno de la fiscalización tributaria. No podría confirmar si el propio acuerdo 
multilateral tiene cláusulas vinculadas a evitar la doble tributación, pero sí tengo claro que con los 
países relevantes en esa materia, Uruguay tiene muchos acuerdos bilaterales que son simplemente de 
intercambio de información tributaria, aunque también tiene unos cuantos más profundos que apuntan 
a evitar la doble tributación. Obviamente, es un tema importante. Entiendo que Uruguay va a tener 
beneficios por adherirse al marco multilateral, sea por temas de reputación, como por otros específicos 
de obtención de información. De todos modos, en la medida en que ese acuerdo multilateral no 
satisfaga esta faceta de evitar la doble tributación, habrá que seguir trabajando por la vía de la 
negociación bilateral, como ya se ha hecho con varios países, para dar ese paso adicional, en 
particular, con aquellos de los que, como bien planteaba el señor senador, Uruguay tiene inversores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo primero que tengo para decir es que cuando planteé crear esta comisión — 
porque fui yo quien presentó este tema a la bancada del Frente Amplio—, fue con la característica de 
que fuera una comisión especial, no una investigadora. Los diarios matutinos avanzaron por motu 
proprio, sin consultar, y señalaron que era una comisión investigadora, ignorando que para que lo sea 
debe cumplir determinadas condiciones. Hemos discutido, largo y tendido, sobre eso en el Senado, 
pero se trata de una comisión especial, como lo establece el artículo 131 del Reglamento del Senado. 


Quiero hacer alguna digresión a raíz de lo que han expresado las autoridades del Banco 
Central del Uruguay y, en especial, su Presidente. Esta cosmovisión que nos ha explicado es 
estupenda desde todo punto de vista. Voy a tocar un tema que estaba en el tercer bloque del planteo 
del señor presidente del Banco Central del Uruguay, que está referido al secreto bancario. 


Hasta el año 2011 los residentes no pagaban ninguna renta sobre lo que tuvieran depositado 
en el exterior, según lo establecido por el artículo 15 de la Ley n.* 18718, que sustituía al artículo 54 de 
una ley precedente. Por eso, a mi modo de ver, es muy importante el tema del secreto bancario —pido 
disculpas por bajar a un tema tan terrenal como este— porque, de acuerdo con esa disposición, en 
Uruguay podemos decir, sin temor a equivocarnos, que hay dos tipos de contribuyentes. Sé que esto 
hay que planteárselo a las autoridades de la Dirección General Impositiva, que van a ser las próximas 
en venir a esta comisión. Están los que, como cualquiera de los aquí presentes, que en su boleta de 
sueldo pagan sus impuestos y aquellos otros que tiene una offshore, en Panamá o donde sea porque 
fue generoso el legislador cuando definió el título de esta comisión y puso «otras jurisdicciones 
similares». 


La ley de 2011 rompe con algo que nuestro partido, en un afán de progresar en la justicia 
tributaria, impuso en el arranque —en 2006- con toda la legislación que mencionaba el presidente del 
banco. Entonces están los de pata al piso, que tributamos, y aquellos otros que tienen capacidad 
operativa para ir a un estudio jurídico o contable, pagar esa ingeniería —todos sabemos de qué 
estamos hablando- y, por supuesto, ocultar por el motivo que sea USD 8.200:000.000 —fue publicado 
en el diario El País el otro día— en el exterior. 


(Dialogados) 


—El diario El País, incluso, menciona hasta lo que se está discutiendo a nivel del Poder 
Ejecutivo. Me parece que es un tema central porque la opacidad —dígame si me equivoco— está 
vinculada al secreto bancario porque, si no, ¿por qué es opaca una sociedad en el fin del mundo? 


Tenía un kilo y medio de preguntas para plantear, pero el hecho de ser presidente de la 
comisión me inhibe de ser el primero en hacer la descarga de cuestiones. En virtud de ese artículo de 
la ley del año 2011, quisiera saber cuántas comunicaciones provenientes de las sedes penales ha 
recibido el Banco Central del Uruguay para levantar el secreto bancario, si está contabilizado. 


SEÑOR BERGARA.- Las estadísticas sobre pedidos de información judicial en los que trabajó la 
Unidad de Información y Análisis Financiero del Banco Central del Uruguay, muestran que entre los 
años 2001 y 2006 se registraron 739 pedidos. Ese número tuvo un importante incremento a partir del 
año 2010. Aclaro que hay múltiples causales por las cuales la Justicia puede solicitar información. En 
otras unidades financieras, en este período, hubo 451 solicitudes de información, lo que implica 
procesar la búsqueda de información en las entidades financieras con respecto a depósitos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La normativa vigente para el levantamiento del secreto bancario exige un 
proceso judicial por el cual la DGl debe acreditar ante la Justicia indicios objetivos que hagan presumir 
razonablemente la existencia de evasión por parte del sujeto pasivo. Pregunto si el tema no podría 
plantearse al revés porque, justamente, la información bancaria es la que podría aportar indicios 
objetivos que hagan presumir razonablemente la existencia de evasión. 


SEÑOR BERGARA.- Justamente, creo que esas cosas son las que se analizan en el marco del 
proceso de adecuación conceptual del que hablábamos y entiendo que el proyecto de ley en el que se 
está trabajando a nivel del Poder Ejecutivo se plantea que así como el intercambio automático de 
información se va a dar para otras jurisdicciones en el marco de la adhesión al acuerdo de la OCDE, 
también los datos de los residentes estén disponibles para nuestra jurisdicción, principalmente para el 
organismo fiscalizador tributario, sin necesidad de la causal de sospecha o por investigación de fraude. 
Por lo que hemos sabido, se va a habilitar automáticamente a la DGI la información de los saldos a fin 
de año de los depósitos. Por lo tanto, va en la dirección de lo que preguntaba el señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay muchos países en los que el secreto bancario no es oponible a los 
organismos que controlan el pago de obligaciones impositivas. Un ejemplo de esto son España o 
Francia y me parece que sería deseable regresar a un estado de esa naturaleza. Digo esto porque el 
mejicano que pertenecía al cartel de Los Cuinis, el que amenazó de muerte al ministro Bonomi, fue 
atrapado por el cruce de información de los papeles de Panamá. Obviamente, fue algo fortuito pero si 
personas de esa calaña están detrás de este secretismo, me parece que es un tema para reflexionar, 
sobre todo en esta comisión porque vamos a tener que legislar. Si bien la iniciativa es del Poder 
Ejecutivo, nosotros vamos a legislar y tendremos que ver qué efectos tuvo el artículo 15 de la ley del 
año 2011. Estamos hablando de una vaca sagrada para el Uruguay. En las crisis bancarias del año 
1970 aquí ya se hablaba de esto. 


Según el acuerdo multilateral de intercambio automático de información tributaria, Uruguay 
va a tener que procesar información de los depósitos de los no residentes para trasmitirla a las 
respectivas jurisdicciones. Para ello, seguramente se deberá proceder al levantamiento del secreto 
bancario sin autorización judicial previa. Me gustaría saber si no les parece que esto también se 
debería aplicar para los residentes, permitiendo a la DG! tener una herramienta de contralor eficaz. El 
señor Joaquín Serra, director de la DGI, señaló en el semanario Búsqueda del 30 de junio del 2016, 
que sin tener información de las cuentas bancarias y especialmente de los residentes con cuentas en 
el extranjero, sería muy difícil hacer los controles del pago de impuesto. 


SEÑOR BERGARA.- Con respecto al punto anterior, efectivamente, la historia muestra que no siempre 
los regímenes de secretos bancarios son oponibles a los órganos de fiscalización tributaria. Como 
decíamos hoy, antes del año 1982, de acuerdo con el Código Tributario, el secreto bancario no era 
oponible ante la DGI. Eso se hace en el Decreto Ley n.* 15322, es decir, la relativa a la intermediación 
financiera. Regímenes de secretos bancarios tiene todo el mundo; los diseños varían y, por tanto, es 
cierto que hay variedad en cuanto al grado de oponibilidad que tiene el secreto bancario en cuanto a 
las respectivas autoridades tributarias. 


Acerca del acuerdo multilateral, hoy sí se estaría exigiendo la necesidad de que haya 
intercambio de información de carácter automático, sin intervención de la órbita judicial, sobre los 
depósitos de los no residentes al país correspondiente. Eso es lo que el acuerdo implica y, obviamente, 


es oportuno plantearse el hecho de si tiene sentido hacerlo solo para los no residentes, sino también 
para nuestra propia jurisdicción con respecto a los activos que tienen los residentes en el sistema 
bancario. Entiendo que el proyecto que se está trabajando en la órbita del Poder Ejecutivo está 
previendo tal aspecto. Es decir, la posibilidad de que haya información de depósitos de residentes en 
donde no sea oponible el secreto bancario. Por lo que se ha manejado públicamente entiendo que 
serían los saldos a fin de año, la información sobre depósitos de residentes a los organismos de 
fiscalización. Obviamente, este es un componente de erosión muy importante del régimen del secreto 
bancario en general. Como decía el señor presidente, la vaca sagrada de la plaza financiera, que era el 
secreto bancario entre los años 80 y 90, está dando cada vez menos leche. O sea, se ha erosionado 
sensiblemente y creo que estos pasos que se están dando ahora, ya sea por el impulso hacia la 
transparencia a nivel global o los cambios en el ámbito uruguayo, están debilitando el régimen de 
manera sustancial. A su vez, creo que ese paso adicional de dar automáticamente la información de 
depósitos de no residentes y residentes a las distintas jurisdicciones tributarias es un golpe casi mortal 
al secreto bancario que, a decir verdad, lo vemos con buenos ojos. Entendemos que de alguna manera 
debe cerrarse —por lo que se razonó aquí en la comisión— ese círculo con la evaluación de la posible 
eliminación de las acciones al portador, de forma de continuar ese combate a estas vías de opacidad 
de las que estuvimos hablando. 


SEÑOR RIBEIRO.- Como todos aquí saben el directorio del Banco Central del Uruguay es 
políticamente plural; yo represento a la oposición, en particular, al Partido Nacional. Y en tal sentido me 
congratula que use el diario El País como fuente prácticamente oficial de datos. 


(Hilaridad). 


Lo que está en discusión, en definitiva, es un tema de ejecutividad y velocidad de acceso a la 
información, porque más allá del secreto bancario, por la vía judicial la Dirección General Impositiva 
siempre pudo acceder a las cuentas bancarias de los uruguayos. Claramente, estos mecanismos 
acelerarían y darían mayor ejecutividad a los procesos de investigación impositiva. 


Más allá de la ironía y volviendo al tema del diario El País, la información relativa a esos 
eventuales USD 8.000:000.000 que están en el exterior, aun cuando el secreto bancario se extinga en 
el Uruguay, nuestro país no accedería a su conocimiento. Como todos bien saben, el secreto bancario 
corresponde a la información de cuentas bancarias en el Uruguay. Por lo que he notado a partir de las 
distintas exposiciones de los señores senadores, existe una legítima preocupación por el dinero de los 
uruguayos residentes en el exterior y creo que, en esos casos, los instrumentos idóneos son estos 
convenios de intercambio de información, mucho más allá de lo que pueda ser el tema del propio 
secreto bancario, porque el país hará lo que los legisladores y el sistema político uruguayo dispongan 
que se haga. No me manifiesto a favor ni en contra del secreto bancario; simplemente creo que si la 
preocupación fundamental son esos USD 8.000:000.000 y cómo regresarlos al Uruguay —para lo cual 
primero habrá que acceder a la información de quiénes son sus titulares—, a la larga, este tipo de 
instrumentos permitiría conocer esa información. 


Muchas gracias. 


SEÑOR BERGARA.- Efectivamente, la vía por la cual Uruguay se va a hacer de esa información 
acerca de los activos de uruguayos en el exterior es a través de estos convenios multilaterales de 
intercambio automático de información. De todas maneras, con respecto a la fundamentación básica, 
tanto en el terreno técnico, en el histórico, como en el ideológico de los temas de secreto bancario, hay 
suficientes elementos al margen de los depósitos de uruguayos en el exterior que obviamente explican 
cómo se ha debilitado sustancialmente el secreto bancario hasta hoy y cómo, de manera previsible, se 
va a seguir debilitando. Creo que esto es algo que está esencialmente internalizado por casi todos los 
agentes del sistema. Estamos hablando tanto de las autoridades como de las entidades financieras y 
todos los demás agentes que rodean el funcionamiento del sistema financiero. Me parece que, a la 
corta o a la larga, todo el mundo ya descuenta que, en el futuro, el secreto bancario tendrá un rol 
mínimo en el contexto de lo que está sucediendo actualmente a nivel global y también doméstico. 


SEÑOR LORIER.- Con respecto a la intervención del director Ribeiro, quiero decir que lo que a 
nosotros realmente nos preocupa no tiene mucho que ver con la nacionalidad. Puede tratarse de 


uruguayos o no, pero lo que nos preocupa es otro universo que no son esos ocho mil millones de 
dólares; nos preocupa encontrar los caminos por los cuales, incluso, puedan ingresar dineros, 
transformarse en dineros blancos para luego salir en sociedades offshore y colocarse, pero que no 
sean de uruguayos. No tiene nada que ver. 


No se trata de una preocupación sola y exclusivamente por estos dineros aunque, sin duda 
alguna, la compartimos. Si hay un intercambio de información aceitado en el futuro, eso nos va a 
permitir detectar a aquellos que están eludiendo sus obligaciones tributarias. Esa es nuestra función, 
pero después hay otro mundo que sospechamos mucho más grande que esos ocho mil millones de 
dólares y corre por caminos paralelos; es sobre este tema que estamos preocupados. Lo digo a modo 
de aclaración, lo que no quita que compartamos la inquietud por el tema del secreto bancario, al mismo 
tiempo que evaluamos como muy positivo todo el proceso. Me refiero a una situación que arranca con 
cero posibilidades de indagar, en determinada época de nuestro país. Como bien se dijo acá, había un 
modelo de plaza financiera que buscaba que nuestro país tuviera ese diferencial para atraer capitales, 
pero llegamos a un momento como el de hoy donde cada vez los procesos son más acotados y vamos 
—como se señala al final de la presentación— hacia avances superiores. 


Simplemente quería aclarar cuáles eran nuestras inquietudes globales; nos preocupa cada 
parte de un universo que quizás sea mucho más grande que esos ocho mil millones de dólares. 


Muchas gracias. 


SEÑOR AMORÍN.- Hay dos temas que van a estar en discusión en su momento. Uno de ellos es esta 
especie de eliminación del secreto bancario para solicitudes automáticas a organismos del Estado, 
cosa que hoy se hace sin inconvenientes a través de un procedimiento con autorización judicial. 


El otro tema que me parece relevante es ver quién está detrás de las sociedades anónimas. 
Me parece que ese es hoy el gran tema. En realidad, cuando se votó tanto el tratado de intercambio de 
información tributaria con Argentina como esta situación de la eliminación de las sociedades anónimas, 
rápidamente se hizo esta ingeniería y se vio que nuestros hermanos argentinos tenían inmuebles en 
Uruguay a nombre de una sociedad anónima cuyo propietario era una sociedad anónima panameña. 
Eso lo sabía todo el planeta. Así funcionó y los argentinos siguieron invirtiendo en Uruguay, por lo 
menos por un tiempo. Después, el director de la AFIP vino a Uruguay y armó un escándalo —_luego el 
escándalo se le armó a él-, con lo que el tema fue cayendo. 


Ahora bien, el presidente dice que está muy interesado —y me parece bien— en saber qué 
está pasando con el dinero que los uruguayos depositan en el exterior; nosotros tenemos, con 
muchísimos países, una herramienta para saberlo: los tratados de intercambio de información 
tributaria. ¿Cuántos pedidos y cuántas contestaciones se hicieron, con motivo de esos tratados, de 
autoridades nacionales a los países con los que tenemos dichos tratados? 


SEÑOR BERGARA.- Entiendo que esa información la maneja la Dirección General Impositiva, que es 
la que se relaciona con las respectivas organizaciones análogas en el exterior. Nosotros no tenemos 
esa información. 


De todas maneras, ya que estamos en tren de dar una opinión, creemos que el acuerdo de 
intercambio de información con Argentina no tuvo las repercusiones catastróficas que se escuchaba 
que podía tener. Creo que la ingeniería de sociedades panameñas era preexistente en buena parte de 
los casos. En todo caso, la forma de seguir avanzando, como bien decía el señor senador Amorín, es 
por la vía de estos acuerdos que ahora son de carácter multilateral y automático, para ir al corrimiento 
del velo societario y desnudar los beneficiarios finales de cada sociedad. En la medida en que eso sea, 
justamente, multilateral, se garantizan muchas cosas que si uno lo hiciera estrictamente de manera 
unilateral, o bilateral país a país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de dar la palabra al senador De León, voy a hacer un par de 
afirmaciones. 


Una es que obviamente vamos a hacer las consultas, de una manera más afinada, con el 
director de la Dirección General Impositiva porque creemos que, de todos modos, no se recauda 
mucho. 


SEÑOR BERGARA.- Los intereses son bajos hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es irrisorio lo que se recauda. O sea, no me preocuparía la recaudación si 
estuviéramos antes del 2010, pero lo que se recauda a raíz de esto es bajísimo. 


SEÑOR BERGARA.- Es un porcentaje de los intereses. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero decir también que el tema del secreto bancario —ustedes lo 
saben mejor que yo— está vinculado a la intimidad. Me anoto con lo que dijo el secretario de AEBU 
referido a la intimidad, en el sentido de que no hay igualdad, es decir, que no todos los ciudadanos 
uruguayos tenemos el principio de intimidad obrando sobre nosotros. No me parece un tema tan 
baladí, pero la comisión recién empieza a trabajar. 


En cuanto a lo del diario, quiero decir que hice todo el afinamiento para formular las 
preguntas leyendo Brecha, no El País. 


(Hilaridad). 
—Leo todos los diarios, Últimas noticias. 
(Dialogados - hilaridad). 


SEÑOR DE LEÓN.- Brevemente, ya que se estaba con el tema de los depósitos de uruguayos 
residentes en el exterior, quiero hacer una pregunta tal vez más dirigida a la DGl, pero que quizá 
ustedes puedan despejar. Me refiero al IRFP sobre los intereses que se generan. Se estima en 
alrededor de USD 15:000.000 al año que se está cobrando, según el dato que tenemos, que ha sido de 
público conocimiento. 


SEÑOR BERGARA.- ¿De los depósitos en el exterior o de todo? 


SEÑOR DE LEÓN.- Me refiero a los depósitos en el exterior. No recuerdo en qué medio lo leí; no 
quiero nombrar ninguno. La pregunta es si nuestros invitados tienen alguna estimación de lo que 
podría recaudarse, a través del IRPF, de esos depósitos en el exterior. 


SEÑOR BERGARA.- Lo que sucede es que es bastante difícil identificar al beneficiario final de esos 
ocho mil millones, porque la sospecha es que buena parte de ese dinero probablemente no sea de 
uruguayos sino que, justamente, fue utilizado el sistema uruguayo como mecanismo para confeccionar 
sociedades que figuran como de nuestro país en estas estadísticas del Banco de Pagos 
Internacionales, pero para canalizar fondos que, principalmente, venían de Argentina. Quiere decir que 
es muy difícil estimar eso; sería hacer números en el aire. Normalmente, se trata de depósitos que no 
son a plazos largos y, por lo tanto, las tasas de interés son ínfimas, y un 12 % de muy poco sigue 
siendo muy poco. 


SEÑOR RIBEIRO.- Voy a hacer una cuenta rápida y muy lineal. Si todos esos depósitos sumaran ocho 
mil millones, si todos ellos fueran de personas físicas y aportaran, si estuvieran colocados a una tasa 
promedio del 3 % anual, daría un universo de recaudación de USD 25:000.000 o USD 30:000.000. 


SEÑOR BERGARA.- Habría que ver dónde se consigue ese 3 %. Si uno considerara el 1 % de ocho 
mil millones, son 80 millones y, con el 12 %, estaríamos hablando de menos de USD 20:000.000, por lo 
que diría que cobrar quince es una gestión nada despreciable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta comisión ha tenido un gran honor en recibir a nuestros invitados en la 
tarde de hoy con quienes departió e intercambió opiniones sobre un tema que es álgido, obviamente. 
Sin embargo, creo que los miembros de la comisión no podrán decir que están arrepentidos de haberla 
puesto a funcionar porque creo que está trabajando en un tema de mucha actualidad, y que una vez 
que el Poder Ejecutivo nos remita sus proyectos de ley va a cobrar, me parece, una real importancia y 
va a poner al Parlamento a la altura de las circunstancias. 


SEÑOR BERGARA.- De más está decir que seguimos a las órdenes tanto para una eventual 
convocatoria como para acercar la información que el Banco Central del Uruguay pueda aportar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias. 
Se levanta la sesión. 


(Son las 17:12). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


